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MATERIALES DEL EXAMEN

En este documento usted encontrará: (a) la sentencia que será utilizada para el examen; 
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(b) Disposiciones legales citadas en los materiales 
 
(NOTA: se excluyen los artículos del Código de Procedimiento Civil, que no son relevantes para los efectos de este examen) 
 

Código Civil 

Art. 21. Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los 
que profesan la misma ciencia o arte; a menos que aparezca claramente que se han tomado en 
sentido diverso. 
Art. 305. El estado civil de casado o viudo, y de padre, madre o hijo, se acreditará frente a 
terceros y se probará por las respectivas partidas de matrimonio, de muerte, y de nacimiento o 
bautismo. 
El estado civil de padre, madre o hijo se acreditará o probará también por la correspondiente 
inscripción o subinscripción del acto de reconocimiento o del fallo judicial que determina la 
filiación. 
La edad y la muerte podrán acreditarse o probarse por las respectivas partidas de nacimiento o 
bautismo, y de muerte. 

Art. 306. Se presumirán la autenticidad y pureza de los documentos antedichos, estando en la 
forma debida. 

Art. 1465. El pacto de no pedir más en razón de una cuenta aprobada, no vale en cuanto al 
dolo contenido en ella, si no se ha condonado expresamente. La condonación del dolo futuro 
no vale. 

Art. 1683. La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aun sin petición de 
parte, cuando aparece de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que tenga 
interés en ello, excepto el que ha ejecutado el acto o celebrado el contrato, sabiendo o debiendo 
saber el vicio que lo invalidaba; puede asimismo pedirse su declaración por el ministerio 
público en el interés de la moral o de la ley; y no puede sanearse por la ratificación de las partes, 
ni por un lapso de tiempo que no pase de diez años. 

Art. 1698. Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta. 
Las pruebas consisten en instrumentos públicos o privados, testigos, presunciones, confesión 
de parte, juramento deferido, e inspección personal del juez. 
 

Ley de Matrimonio Civil (de 1884) 

Art. 1. El matrimonio que no se celebre con arreglo a las disposiciones de esta ley, no produce 
efectos civiles.  
Es libre para los contrayentes sujetarse o no a los requisitos y formalidades que prescribe la 
religión a que pertenecieren.  
Pero no se tomarán en cuenta esos requisitos y formalidades para decidir sobre la validez del 
matrimonio ni para reglar sus efectos civiles.  

Art. 2. El conocimiento y decisión de todas las cuestiones a que diere margen la observancia de 
esta ley corresponden a la jurisdicción civil.  

Art. 4. No podrán contraer matrimonio:  
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(…) 
3. Los que sufrieren de impotencia perpetua e incurable;  

Art. 29. El matrimonio celebrado con cualquiera de los impedimentos designados en los 
artículos 4, 5, 6 y 7 es nulo.  

Art. 30. El impedimento que, según las prescripciones de esta ley, anula el matrimonio, ha de 
haber existido al tiempo de la celebración.  

Art. 34. Corresponde la acción de nulidad a los presuntos cónyuges, a sus ascendientes, al 
ministerio público y a las personas que tengan actual interés en ella, y no podrá intentarse si no 
viven ambos cónyuges, salvo que la causal invocada sea la existencia de un vínculo matrimonial 
no disuelto, caso en el cual la acción podrá intentarse dentro del año siguiente al fallecimiento 
de uno de los cónyuges.  
Sin embargo, la acción de nulidad fundada en los números 1. y 2. del artículo anterior, 
corresponde exclusivamente al cónyuge que ha sufrido el error o la fuerza.  
En el caso de matrimonio celebrado en artículo de muerte, corresponde la acción de nulidad a 
los herederos del cónyuge difunto.  
El ministerio público será siempre oído.  
 
 
 
(c) Glosario 

 
Impotencia generandi: incapacidad para procrear 
Impotencia coeundi: incapacidad para realizar el cato sexual 
Testigos hábiles: Testigos no afectos por una incapacidad legal 
Tachas: Objeciones legales contra un testigo por no reunir los reuisitos legales de 
imparcialidad y habiliad 
(dar) Razón de sus dichos: Exploicar cómo sabe el testigo aquello sobre lo que testifica 
Probanzas: Medios de prueba rendidos 
Matrimonio en artículo de muerte:  
Perito: Experto 
Sagrada Rota Romana: Tribunal eclesiástico 
Decir (e.g. de nulidad): Demandar (de nulidad) 
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denomina “sentencia de reemplazo”.  

RESOLUCIÓ  DE PRIMERA 
I STA CIA 

SE TE CIA DE SEGU DA 
I STA CIA 
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y 20.720 que establece que “Una 

anterioridad al inicio del procedimiento…”. Es decir 

SE TE CIA DE CASACIÓ  

liquidación voluntaria, caratulados “Pichunman Paz 
Luis Antonio”, seguidos ante el Primer Juzgado Civil 

…
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que establece que “Una vez que se encuentre firme o 

procedimiento…”. Es decir
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dispone que: “Las nor

esta ley.” El inciso segundo agrega que: “Aquellas 

disposiciones de esta ley.” 

: “Los créditos objeto de garantía estatal 

acuerdo al procedimiento que fije el reglamento.” 

A su vez el artículo 13 dispone que: “La 

que determine el reglamento.”
“En cualquier caso, las cuotas impagas del 

el Título V.”

de 2005 dispone en su inciso 2° que: “Para los 

ntía asociada a este crédito”. 
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Arturo Alessandri advierte que: “Sería 

particular”, dado que, como añade el mismo autor: 
“Una ley particular supone un estudio expreso en 

ley especial.” 

Artículo 4º: “Las disposiciones contenidas en los 

preferencia a las de este Código.” Artículo 13: “Las 

otras hubiere oposición.” 
El propio Alessandri acota que: “Estos dos 

párrafo relativo a la “Interpretación de la Ley”, 

ese párrafo en el Proyecto de 1853.”

Es así como esta Corte ha resuelto que: “El 

determinada y especial”. Fallo de fecha 11 de 

Ha fallado esta Corte que: “En el artículo 4º 

“Legi Speciali per generalem non derogatur”. Fallo 

“El artículo 22 del Código Civil dispone que las 

leyes especiales sobre las generales.” Fallo de fecha 4 
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“Caracterización y Clasificación de las Normas 
Jurídicas”: “Si el legislador ha estimado necesario 

otro.”

SE TE CIA DE REEMPLAZO 
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Introducción al Derecho II 
Profesor Fernando Atria 

Departamento de Ciencias del Derecho 
Facultad de Derecho  
Universidad de Chile 

 

MATERIALES DEL EXAMEN 

En este documento usted encontrará: (a) Una lista con las disposiciones legales invocadas en la sentencia, 
(excluidos los artículos del Código de Procedimiento Civil que son invocados por razones procesales ajenas 
al problema discutido) (b) un glosario de términos que le ayudará a entender el significado de algunos 
términos técnicos utilizados en la sentencia, y (c) las sentencias que será utilizada para el examen.  

(a) Disposiciones legales citadas en los 
materiales 

Ley N°970  

Artículo único.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones al decreto con fuerza de ley N°. 
236, de 1968: 
-a) Sustitúyese el artículo 4°. por el siguiente: 
"El cálculo de las pensiones de viudez y 
orfandad se hará en relación al monto de la 
última pensión mensual de que disfrutaba el 
causante, si fallece encontrándose jubilado o de 
la última renta mensual imponible, si fallece en 
servicio activo y en la proporción de una 
trigésima parte por cada año de imposiciones 
computables para la jubilación. 
"Si el causante fallecido en servicio activo no 
reunía los requisitos para jubilar, las pensiones 
de viudez y orfandad así determinadas no 
podrán exceder de veinticuatro trigésimas 
partes". 
"El monto de las pensiones de viudez y 
orfandad se reajustará en todo momento en 
relación con los sueldos de actividad que habrían 
correspondido al causante, siempre que éste 
hubiere tenido 20 o más años de servicios 
computables para la jubilación y que hubiese 
tenido derecho a pensión reajustable de acuerdo 
a las rentas de su similar en actividad". 
-b) Reemplázase en el artículo 5°.el guarismo 
"quince por ciento" por "diez por ciento". 
-c) Reemplázase el inciso primero del artículo 6°. 
por el siguiente: 

"La suma de los montos parciales de las 
pensiones de viudez y de orfandad originados 
por un solo causante, no podrá exceder del 
setenta por ciento de la pensión de jubilación o 
del sueldo indicados en el artículo 4°." 
-d) Agréganse los siguientes artículos nuevos: 
"Artículo 13°.- A partir de la fecha de vigencia 
del presente decreto ley, la asignación 
profesional que corresponde a los funcionarios 
de la Planta Superior del Poder Judicial, según el 
artículo tercero del DL. N°. 479, de 1974, será 
imponible, en los porcentajes que se indican más 
adelante, para el solo efecto de la jubilación de 
los funcionarios que computen treinta años de 
servicios prestados exclusivamente en el Poder 
Judicial y de las pensiones de viudez y orfandad 
que ellos causaren. 
 El mismo requisito de años 
computables regirá para que los titulares de 
pensiones de jubilación perseguidora puedan 
beneficiarse con esa imponibilidad. 
 La imponibilidad de la asignación 
profesional, dispuesta en los dos incisos 
anteriores, será, en el año 1975, de un 25% en el 
año 1976, de un 50%, y a partir del 1°. de Enero 
de 1977, de un 100%". 
"Artículo 14°.- El tope de imponibilidad de las 
remuneraciones, establecido en el artículo 25°. 
de la ley N°. 15.386 y sus modificaciones, no 
regirá para los funcionarios del Poder Judicial ni 
para las pensiones que ellos perciban o causen.". 
 
Decreto con Fuerza de Ley N°236  
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Artículo 14. El tope de imponibilidad de las 
remuneraciones, establecido en el artículo 25° 
de la ley Art. UNICO, 15.386 y sus 
modificaciones, no regirá para los funcionarios 
del Poder Judicial ni para las pensiones que ellos 
perciban o causen.  
 
Ley 15386 
 
Artículo 25. A contar desde la vigencia de la 
presente ley ninguna persona podrá jubilar ni 
obtener pensiones con una renta superior a ocho 
sueldos vitales escala a) del departamento de 
Santiago. 
 A contar del 1° de enero de 1973, 
podrá jubilarse y obtenerse pensiones con una 
renta hasta de doce sueldos vitales escala A) del 
departamento de Santiago; a contar del 1° de 
enero de 1974, con una renta hasta de catorce de 
dichos sueldos vitales; a contar del 1° de 
diciembre de 1974, con una renta hasta de 
dieciséis de los mismos sueldos vitales; a contar 
del 1° de diciembre de 1975 con una renta hasta 
de dieciocho de dichos sueldos, y, a contar del 
1° de diciembre de 1976, con una renta hasta de 
veinte sueldos vitales escala A) del departamento 
de Santiago. 
 Lo dispuesto en este artículo no 
regirá respecto de los personales a quienes se 
aplican los decretos con fuerza de ley 1 y 2, de 
1968, de los Ministerios de Defensa Nacional y 
de Interior, respectivamente, y sus 
modificaciones y aclaraciones. 
 
Ley N° 18675 

Artículo 9. Las remuneraciones y 
bonificaciones, no imponibles, de los 
trabajadores de las entidades actualmente 
regidas por el artículo 1° del decreto ley N° 249, 
de 1974, incluida la que se establece en el artículo 
3° de esta ley; el decreto ley N° 3.058, de 1979; 
los títulos I, II y IV del decreto ley N° 3.551, de 
1981; y las no imponibles de los trabajadores de 
empresas y organismo del Estado cuyas 

remuneraciones se fijen de acuerdo al artículo 9° 
del decreto ley N° 1.953, de 1977, con excepción 
de las asignaciones de colación, de casa del 
artículo 4° de esta ley, de movilización del 
artículo 1° del decreto ley N° 300, de 1974 y del 
artículo 76 del decreto con fuerza de ley N° 338, 
de 1960, de zonas, gastos por pérdida de caja, 
viáticos, cambio de residencia, trabajos 
extraordinarios, nocturnos, en días festivos y a 
continuación de la jornada, asignación del 
artículo 17 de la Ley N° 18.091, gastos de 
representación del artículo 3° del decreto ley N° 
773, de 1974 y del artículo 18 de la ley N° 18.091, 
asignación del decreto ley N° 1.166, de 1975, 
asignación de producción del artículo 2° del 
decreto ley N° 632, de 1974, y bonificación del 
inciso tercero del artículo 172 del decreto con 
fuerza de ley N° 338, de 1960, y de la asignación 
del artículo 19 de la ley N° 15.386, estarán 
afectas, a contar del 1° de Enero de 1988, a las 
cotizaciones para el financiamiento de los 
beneficios de pensiones que establecen la 
columna 3 del artículo 1° del decreto ley N° 
3.501, de 1980, y el artículo 17 del decreto ley 
N° 3.500, de 1980, según corresponda, siempre 
que los trabajadores referidos estén afectos a las 
cotizaciones para pensiones establecidas en 
estos últimos decretos leyes. 
En todo caso, la suma de las remuneraciones 
imponibles y no imponibles sobre las que 
deberán cotizar para pensiones, no podrá 
exceder los límites establecidos en el inciso 
primero del artículo 16 del decreto ley N° 3.500, 
de 1980, y en el inciso primero del artículo 5° del 
decreto ley N° 3.501, de 1980. 

La imponibilidad para los beneficios de 
pensiones que establece este artículo, no podrá 
considerarse para calcular otros beneficios, tales 
como el desahucio del decreto con fuerza de ley 
N° 338, de 1960, compensaciones por tiempo 
servido de origen legal, consistentes en 
indemnizaciones por años de servicio, desahucio 
u otras prestaciones de análoga finalidad, 
asignación por cambio de residencia y seguro de 
vida de las instituciones de previsión. 
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Dicha imponibilidad tampoco se 
considerará para los efectos de las cuotas de 
incorporación y de los aportes de los 
trabajadores a los Servicios, Departamentos u 
Oficinas de Bienestar, sin perjuicio de las 
modificaciones que puedan hacerse a los 
reglamentos respectivos. 

 
Artículo 15. El monto de las pensiones que 
otorgue el Instituto de Normalización 
Previsional, en su calidad de sucesor legal de las 
Cajas de Previsión señaladas en el artículo 1° del 
decreto ley N° 3.501, de 1980, y el de las que 
concedan las Mutualidades de Empleadores de 
la ley N° 16.744, a los trabajadores que al 
momento de pensionarse se encuentren regidos 
por alguno de los sistemas de remuneraciones a 
que se refieren los artículos 9° y 14 de esta ley, 
se determinarán de acuerdo con las normas del 
respectivo régimen previsional, considerando 
como remuneraciones imponibles aquellas por 
las cuales efectivamente se cotizó para pensiones 
durante el período computable para el cálculo 
del sueldo base, descontándose el incremento 
del citado decreto ley N° 3.501 y las 
bonificaciones establecidas en la ley N° 18.566 y 
en el artículo 10 de la presente ley. 

Con todo, las pensiones iniciales no 
podrán exceder del límite del artículo 25 de la ley 
N° 15.386 y sus modificaciones en caso de estar 
afectas a dichas normas. 
 
Decreto Ley 3501 
 
Artículo 5. A contar de la fecha de vigencia de 
esta ley estará exenta de imposiciones la parte de 
las remuneraciones que exceda de sesenta 
Unidades de Fomento del último día del mes 
anterior. 
    Lo dispuesto en el inciso precedente se 
aplicará sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 25 de la ley N° 15.386 y sus 
modificaciones, que regirá exclusivamente para 
determinar el límite inicial de las pensiones. La 
pensión válidamente otorgada constituirá un 
monto global, que sólo podrá ser incrementado 
en virtud de norma legal expresa. 

 La disposición establecida en el inciso 
primero no regirá respecto de las personas a que 
se refiere el artículo 14 del decreto con fuerza de 
ley N° 236, de 1968, agregado por la letra d) del 
artículo único del decreto ley N° 970, de 1975, y 
el artículo único del decreto ley N° 1.617, de 
1976. 

 

 

(b) Glosario  
Actor (a): la parte demandante del juicio.  
Autos: todos aquellos documentos o escritos 
que formen parte del proceso, o el proceso  
mismo 
Caso sub lite: el presente caso, la controversia 
en disputa.  
Deducir Recurso: Presentar recurso contra de 
una sentencia o resolución judicial, buscando 
que un tribunal superior conozca la materia en 
juicio, revisando la decisión adoptada. En este 
caso, Recurso de Nulidad en Procedimiento de 
Tutela Laboral, para ante la Corte de 
Apelaciones de Santiago 
Denunciante: Quien presenta una denuncia. 
En este caso, la Dirección  General del Trabajo, 
quien denuncia violación por la demandada de 
Derechos Fundamentales del Trabajador por 
prácticas antisindicales. 
Ex ante: Con anterioridad 
Fallo Impugnado: Sentencia del tribunal 
inferior respecto del cual se presentó un recurso. 
En este caso, el fallo impugnado es el de la Corte 
de Apelaciones en el procedimiento de la 
apelación. 
Fojas: hojas (normalmente de un expediente)  
Hermenéutica Jurídica: Interpretación 
jurídica 
Inciso: Párrafo de un artículo de la ley. 
Jus Variandi: es la facultad que tiene el 
empleador de alterar unilateralmente 
condiciones no esenciales del contrato 
individual de trabajo. 
Libelo: escrito. 
Lícito: Conforme a la ley.  
Literales: Letras utilizadas en un método de 
enumeración en un artículo de una ley. 
Lo dispositivo del Fallo: la parte de la 
sentencia en donde se resuelve el pleito. 
Pensión de vejez: es la pensión a la que tienen 
derecho los afiliados al sistema contenido en el 
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DL 3500 que hayan cumplido con la edad legal 
exigida para tales efectos: 65 años de edad para 
los hombres y 60 años de edad las mujeres. 
Precepto: Norma contenida en la ley, en un 
artículo. 
Pretensión: es una declaración de voluntad por 
la que se solicita una actuación de un órgano 
jurisdiccional, frente a persona determinada y 
distinta del autor de tal declaración.  
Recurrente: La parte que presenta  
Recurso de casación en el fondo: recurso 
judicial extraordinario, en que se solicita a la 
Corte Suprema que anule o invalide una 
sentencia dictada por una Corte de Apelaciones, 
en razón de haberse dictado ésta con infracción 
de ley que haya influido en lo dispositivo del 
fallo. Los hechos no pueden modificarse por 
esta vía, sólo la apreciación jurídica de los 
mismos. 
Sentencia de casación: Sentencia que resuelve 
sobre el recurso de casación, determinando si 
hay o no errores de derecho que influyeron en 
lo dispositivo de la sentencia, provocando una 
infracción a la ley. Se distingue de la sentencia de 
reemplazo. 
Reliquidación de pensión: implica una 
solicitud en la cual se señala la necesidad de 
reevaluar o recalcular el monto de la pensión en 
atención a distintos criterios, en especial, 
referidos sobre todo al monto del sueldo o 
remuneración, o a otros criterios según el 
régimen de pensión. 
Sentenciadora: el tribunal que resuelve. En el 
presente caso puede ser tanto el tribunal de 
primera instancia como el de segunda. 
Tope de imponibilidad: Monto máximo por el 
que poder imponer, es decir, recibir una 
pensión.   
Voto de Disidencia: Ministro o Abogado 
Integrante de un tribunal que está en desacuerdo 
por lo decidido por la mayoría del tribunal, 
fundando el descuerdo. 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

(b) Sentencias 

Fallo primera instancia, rol C-26774-2014:  

CONSIDERANDO:  

PRIMERO. Que, del examen de los escritos de 
la discusión se advierte que son hechos no 
controvertidos por las partes, los que además se 
encuentran corroborados con la documental 
acompañada, y no objetada, por su atingencia 
con la litis, los siguientes: a) Que por resolución 
N° AP – 1375 de fecha 12 de agosto de 2014, 
del Instituto de Previsión Social, sucesor y 
continuador legal del ex Instituto de 
Normalización Previsional, se concedió a don 
René Víctor Zúñiga Mendoza, como ex Juez 
Titular del Segundo Juzgado de Letras de 
Quilpué, grado VI de la Escala de Sueldos del 
Poder Judicial, el beneficio de la jubilación, con 
35 años, 2 meses y 11 días de servicios 
computables, con goce de una pensión mensual 
de $1.370.43, a contar del 1° de septiembre de 
2014, la que se reliquidó a $1.381.100 mediante 
resolución AP-1988, de fecha 4 de diciembre de 
2014; b) Que, dicho beneficio le fue concedido, 
entre otros, conforme a lo dispuesto en el D.F.L. 
1.340 bis, de 1930; D.L. 970, de 1975; artículo 9° 
de la Ley 18.675; Ley N° 19.200, y artículo 7° del 
D.L. 2.448, de 1968; c) Que el demandante se 
encontraba acogido a la tasa de imposiciones del 
18,62% según lo dispuesto en el artículo 14, letra 
a) del DFL 1340 bis de 1930 en relación con el 
artículo 1° N°13 del DL 3.501 de 1980, 
alcanzando dicho monto, al mes de septiembre 
de 2014, último en actividad, a la cantidad de 
$205.361.  

SEGUNDO. Que la última remuneración 
mensual del actor, correspondiente al mes de 
septiembre de 2014, último de actividad, 
conforme a la liquidación que se agrega a fojas 
10, estuvo compuesta por las siguientes partidas: 
a) Sueldo base grado VI Escala D.L. 3.058, de 
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1979: $564.484; b) Asignación de antigüedad: 
$124.186; c) Asignación profesional:$451.587; 
d) Incremento D.L. 3.501: $148.804; e) 
Asignación judicial: $2.150.070; f) Bonificación 
art.10 Ley 18.675: $136.036; g) Bonificación art. 
3° Ley 18.566: $93.621; h) Bonificación art. 4° 
Ley 18.717: $18.438; i) Bono desempeño 
institucional: $664.890; j) Componente 
base:$284.953; k) Asignación de responsabilidad 
superior:$231.741; l) Bonificación art. 11 Ley 
18.675: $55.714; m) Bonificación art. 19 Ley 
15.386: $48.497.  

TERCERO. Que, para los efectos de dirimir 
este asunto, el sentenciador deberá interpretar 
las normas de derecho que le son aplicables, a 
saber: el artículo 15 de la Ley 18.675 que 
establece: “El monto de las pensiones que 
otorgue el Instituto de Normalización 
Previsional en su calidad de sucesor legal de las 
Cajas de Previsión señaladas en el artículo 1° del 
D.L. 3.501 de 1980, y el de las que conceden las 
mutualidades de empleadores de la Ley 16.744, 
a los trabajadores que al momento de 
pensionarse se encuentran regidos por alguno de 
los sistemas de remuneraciones a que se refieren 
los artículos 9° y 14° de esta Ley, se determinan 
de acuerdo con las normas del respectivo 
régimen previsional, considerando como 
remuneraciones imponibles aquéllas por las 
cuales efectivamente se cotizó para pensiones 
durante el período computable para el cálculo 
del sueldo base, descontándose el incremento 
del citado D.L. 3.501 y las bonificaciones 
establecidas en la Ley 18.566 y en el artículo 10 
de la presente Ley”.  

CUARTO. Que, en relación con la 
remuneración imponible asignada al empleo 
computable para la jubilación sobre la cual el 
actor efectivamente cotizó para los efectos de su 
jubilación, cabe establecer: a) Que, con 
anterioridad al 1° de enero de 1988, los 
funcionarios del Poder Judicial cotizaban para 
pensiones sobre el sueldo base, la asignación de 
antigüedad, el incremento del D.L. 3.501 y la 
asignación profesional, ésta última declarada 
imponible por el art. 3° del D.L. 3.058 de 1979, 
para el solo efecto de la jubilación de los 
funcionarios que computasen 30 ó más años de 
servicios prestados exclusivamente en el Poder 
Judicial. b) Que a contar del 1° de enero de 1988, 

la asignación profesional pasó a ser imponible 
respecto de todos los empleados públicos con 
derecho a ella, misma fecha a contar de la cual 
pasaron a ser imponibles para pensiones 
respecto de funcionarios del Poder Judicial, la 
asignación judicial del art. 4° del D.L. 3.058 y la 
modificación del artículo 10 de la Ley 18.675, de 
acuerdo con lo dispuesto por el inciso 1° del 
artículo 9° y el artículo 14 de la Ley 18.675. c) 
Que, a la fecha del cese de sus actividades, 
cotizaba por el 18,62% por concepto de aporte 
al fondo de pensiones en conformidad con lo 
establecido en el artículo 14 letra a) del DFL 
1340 bis de 1930, en relación al artículo 1° del 
D.L. 3.501 de 1980. d) Que la última liquidación 
de remuneraciones acompañada y debidamente 
custodiada, no objetada, acredita que la 
Corporación Administrativa del Poder Judicial 
descontó la cantidad de $205.361 por 
imposiciones previsionales correspondientes al 
mes de septiembre del año 2014.  

QUINTO. Que, la controversia se acota a la 
determinación de si la base de cálculo de la 
pensión inicial del demandante, está constituida 
por el sueldo base, la asignación de antigüedad y 
la asignación profesional, más la asignación 
judicial, ésta última limitada al monto 
equivalente en pesos a 60 Unidades de Fomento, 
según se sostiene en el libelo pretensor, ello en 
base al artículo 14 del D.F.L. 336 de 1968, 
agregado por la letra d) del artículo único del 
D.L. 970, de 1975, o si para la antedicha 
determinación, la base se constituye por las 
cuatro partidas señaladas, pero solamente por 
un monto que no exceda de 60 Unidades de 
Fomento, como lo afirma la demandada, asilada 
en el inciso 2° del artículo 9° de la ley 18.675, 
que habría, a su juicio, derogado tácitamente el 
beneficio que fue concedido a los miembros del 
Poder Judicial por el inciso final del artículo 5° 
del D.L. 3.501 de 1980.  

SEXTO. Que, el artículo 9° de la ley 18.675 
dispone: “Las remuneraciones y bonificaciones 
no imponibles de los trabajadores de las 
entidades actualmente regidas por el artículo 1° 
del D.L. 249 de 1974, incluida la que se establece 
en el artículo 3° de esta ley; el D.L. 3.058 de 
1979; los Títulos I, II y IV del D.L. 3.551 de 
1981, y las no imponibles de los trabajadores de 
empresas y organismos del Estado cuyas 
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remuneraciones se fijan de acuerdo al artículo 9° 
del D.L. 1953 de 1977, estarán afectas, a contar 
del 1° de enero de 1988 a las cotizaciones para 
el financiamiento de los beneficios de pensiones 
que establece la columna 3 del artículo 1° del 
D.L. 3.501, de 1980, y el artículo 17 del D.L. 
3.500 de 1980, según corresponda; siempre que 
los trabajadores referidos estén afectos a las 
cotizaciones para pensiones establecidas en 
éstos dos últimos decretos leyes.” “En todo 
caso, la suma de las remuneraciones imponibles 
y no imponibles sobre la que deberán cotizar 
para pensiones, no podrá exceder los límites 
establecidos en el inciso 1° del artículo 16 del 
D.L. 3.500 de 1980, y en el inciso 1° del artículo 
5° del D.L. 3.501 de 1980.”  

SÉPTIMO. Que, con anterioridad al 11 de 
diciembre de 1963, fecha de vigencia de la ley 
15.386, no existían topes imponibles de las 
remuneraciones ni de monto de las pensiones de 
los empleados públicos, entre ellos el personal 
del Poder Judicial, afiliados a la ex Caja Nacional 
de Empleados Públicos y Periodistas, ya que las 
limitaciones surgieron con la dictación del 
artículo 25 de esta ley, que fijó topes iniciales de 
8 sueldos vitales, los que llegaron a 50 sueldos 
vitales con el artículo 16 del D.L. 2.448 de 1979. 
De estas limitaciones fueron expresamente 
excluidos los funcionarios del Poder Judicial por 
el artículo 14 del D.F.L. 236, de Previsión Social, 
de 1968, introducido por el artículo único, letra 
d) del D.L. 970 de 1975, el cual prescribe: “El 
tope de imponibilidad de las remuneraciones 
establecidas en el artículo 25 de la ley 15.386 y 
sus modificaciones, no regirá para los 
funcionarios del Poder Judicial, ni para las 
pensiones que ellos perciban o causen”. A su 
vez, el D.L. 1.617 de 1976, en su artículo único, 
dispuso que los límites máximos de 
remuneraciones imponibles no regirán para los 
efectos del cálculo de las cotizaciones que se 
deben enterar en los fondos de pensiones, retiro 
y enfermedades de las instituciones regidas por 
la ley 8.569 de 1948 y por el D.F.L. 2.252 de 
1957. Esta segunda excepción, destinada a regir 
en el sector previsional bancario, se motivó, 
según expresa este decreto ley, con el fin de no 
disminuir los beneficios sociales que otorgaban 
las Cajas de este sector.  

OCTAVO. Que, posteriormente el artículo 5° 
del D.L. 3.501 de 1980, dispuso: “A contar de la 
fecha de vigencia de esta ley estará exenta de 
imposiciones la parte de las remuneraciones que 
exceda de 60 Unidades de Fomento del último 
día del mes anterior. Lo dispuesto en el inciso 
precedente se aplicará sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 25 de la ley N°15.386 y 
sus modificaciones, que regirá exclusivamente 
para determinar el límite inicial de las pensiones. 
La pensión válidamente otorgada constituirá un 
monto global, que solo podrá ser incrementado 
en virtud de norma legal expresa. La disposición 
establecida en el inciso 1° no regirá respecto de 
las pensiones a que se refiere el artículo 14 del 
D.F.L. N°236, de 1968, agregado por la letra d) 
del artículo único del D.L. N° 970, de 1975, y el 
artículo único del D.L. N° 1617 de 1976”. Este 
Decreto Ley tuvo los siguientes efectos: a) Elevó 
a 60 Unidades de Fomento el límite imponible 
en las Cajas del sistema antiguo, el que había sido 
fijado en 50 sueldos vitales por el artículo 16 del 
D.L. 2.448 de 1979; b) Mantuvo el límite de 
beneficios contemplados en el artículo 25 de la 
Ley 15.386 y sus modificaciones, también fijado 
en 50 sueldos vitales por el artículo 16 del D.L. 
2.488 de 1979; y c) Por último, mantuvo las dos 
excepciones a las reglas generales sobre 
imponibilidad, las que deben entenderse, cada 
una, con sus respectivas modalidades: la primera 
con efecto, además, sobre el límite de beneficios 
de conformidad con el artículo 14 del D.F.L. 236 
de 1.968, y la segunda sin este efecto, atendido 
el mandato expreso dispuesto por el inciso final 
del artículo único del D.L. 1.617 de 1.976. Esta 
última excepción dejó de aplicarse a contar del 
1° de marzo de 1995 al entrar en vigencia el 
artículo 9° de la Ley 19.350.  

NOVENO. Que de lo consignado en los 
motivos precedentes se colige que el legislador, 
en relación con los afiliados del antiguo sistema 
de pensiones, generalizó en forma separada, en 
el D.L. 3.501, de 1980, los límites de 
imponibilidad y beneficios inicialmente 
consultados en el artículo 25 de la Ley 15.386 
con una única excepción que corresponde al 
personal a que se refiere el artículo 14 del D.F.L. 
236 de 1968, agregado por la letra d) del artículo 
único del D.L. 970 de 1975.  
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DÉCIMO. Que, en relación a la norma especial 
agregada por la letra d) del artículo único del 
D.L. 970 cabe tener presente: a) Que, por su 
carácter de norma de seguridad social, la 
iniciativa para modificarla o establecer otra que 
extienda al personal del Poder Judicial los límites 
de imponibilidad y de beneficios, corresponde 
exclusivamente al Poder Ejecutivo, conforme al 
mandato del artículo 62 N° 6 de la Constitución 
Política, situación que no se da en la Ley 18.675; 
b) Que, de la expresión “las pensiones que se 
perciban o causen”, se desprende que su 
aplicación se extiende a las pensiones de 
jubilación y montepío de este personal; c) Que, 
su alcance debe entenderse referido a las 
remuneraciones imponibles de tales 
funcionarios quedando excluidas las declaradas 
no imponibles por la Ley.  

UNDÉCIMO. Que, en consecuencia, no 
existiendo en la Ley 18.675 una norma que 
modifique o derogue expresamente el artículo 
único, letra d) del D.L. 970, o extienda en igual 
forma a los funcionarios del Poder Judicial los 
límites imponibles y de beneficios, procede 
concluir que ésta norma especial es plenamente 
aplicable al sueldo base, asignación de 
antigüedad y asignación profesional del actor, 
atendido que estas remuneraciones tenían el 
carácter de imponibles al 1° de enero de 1988, 
fecha de entrada en vigencia del artículo 9° de la 
Ley 18.675, lo que reduce la cuestión a dirimir a 
la determinación de si la norma general del 
inciso 2° del artículo 9° de la Ley 18.675, es o no 
aplicable a la asignación judicial declarada 
imponible a contar del 1° de enero de 1988, que 
es la otra partida computable para la jubilación 
en este caso.  

DUODÉCIMO. Que, la Excma. Corte 
Suprema, interpretando el artículo 9° de la Ley 
18.675, ha declarado que no existen elementos 
de juicio derivados del contenido de misma, de 
la intención legislativa, ni en la historia fidedigna 
de su establecimiento que pudieren llevar a la 
conclusión de que la norma del inciso 2° del 
citado artículo, de carácter general y contenido 
más bien declarativo, hubiera tenido como 
efecto adicional el derogar tácitamente la norma 
especial prevista para el personal del Poder 
Judicial en el artículo 14 del D.F.L. 236 de 1968, 
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, 

agregado por el artículo único letra d) del D.L. 
970. Si tal hubiera sido el propósito del 
legislador, es dable estimar que lo habría 
señalado expresamente, derogando tal precepto. 
En nuestro ordenamiento jurídico, tanto las 
inclusiones como las exclusiones de los límites 
imponibles y de beneficios, han sido siempre de 
derecho estricto y expresadas en términos 
categóricos, de manera de no dejar lugar a la 
menor duda acerca de su aplicación.  

DÉCIMO TERCERO. Que, ante la 
disyuntiva propuesta en el motivo anterior y 
debiendo encontrarse un alcance al inciso 2° del 
artículo 9° de la Ley 18.675, en relación con el 
artículo 14 del D.F.L. 236, de 1968, dentro del 
contexto de dicha ley, la Excma. Corte Suprema 
ha concluido que como consecuencia del citado 
inciso 2° del artículo 9° de la Ley 18.675, debe 
aplicarse el tope previsto en el inciso 1° del 
artículo 5° del D.L. 3.501 de 1980, esto es, 60 
Unidades de Fomento a la asignación judicial, 
conclusión que armoniza con la vigencia del 
precepto contenido en el D.F.L. 236, de 1968.  

DÉCIMO CUARTO. Que, en consecuencia y 
conforme lo dicho en las anteriores 
consideraciones, sólo cabe concluir en definitiva 
que la base de cálculo de la pensión inicial del 
actor se encuentra mal determinada, por lo que 
el Instituto de Previsión Social deberá proceder 
a su revisión y posterior recálculo, considerando 
como base el sueldo base del grado VI de la 
Escala de Sueldos del D.L. 3.508 de 1979, la 
asignación de antigüedad, la asignación 
profesional y la asignación judicial, esta última 
sólo hasta por el monto de 60 Unidades de 
Fomento, como última remuneración imponible 
asignada al cargo que aquél desempeñó, y por las 
cuales cotizó para los efectos de pensionarse.  

DÉCIMO QUINTO. Que, en relación con la 
pretensión en orden a que el pago de las 
pensiones lo sea con los reajustes del artículo 14 
del D.L. 2.448 de 1979 y leyes complementarias, 
existiendo norma legal expresa que regula estos 
reajustes, procede su acogimiento.  

DÉCIMO SEXTO. Que, habida 
consideración que en el caso se percibió una 
pensión mensual disminuida en su monto, a 
consecuencia del error en que incurrió el 
organismo previsional demandado al determinar 
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la pensión inicial, se acogerá la pretensión de que 
el pago de las diferencias mensuales de 
pensiones que resulten, se establezca en la etapa 
de cumplimiento del fallo, incrementadas 
conforme al porcentaje de variación que haya 
experimentado el Índice de Precios al 
Consumidor, a fin de asegurar que el pago sea 
íntegro, sin pérdida de su valor adquisitivo, 
como consecuencia del proceso inflacionario 
que afecta a la economía.  

DÉCIMO SÉPTIMO. Que, acogida la 
demanda cabe al sentenciador pronunciarse 
acerca de las peticiones subsidiarias, a saber: la 
reliquidación de las cotizaciones previsionales 
desde el 1° de enero de 1988, se desestimará 
conforme lo razonado en la considerativa por 
improcedente, a lo que cabe agregar la 
presunción de derecho de haberse éstas 
efectuado, conforme al artículo 3° inciso 2° de 
la Ley 17.322; en cuanto a los descuentos legales 
por concepto de cotizaciones de salud y tributos 
sobre las diferencias que se determinen, el 
organismo demandado deberá proceder 
conforme a las leyes que cita y que regulan la 
materia, y en lo demás deberá estarse a la 
decisión jurisdiccional.  

DÉCIMO OCTAVO: Que, es admisible la 
alegación del demandado en cuanto a que la 
condena en costas tiene como objetivo, entre 
otros, proteger el principio de la buena fe en la 
tramitación de los juicios, por lo que la ley 
autoriza a liberar de dicho pago a la parte que 
litiga con motivo plausible.  

DÉCIMO NOVENO. Que, si bien la 
interpretación del Instituto de Previsión Social 
de las normas que rigen el asunto controvertido 
es errónea, según se ha establecido en los 
considerandos anteriores, ella resulta a lo menos 
plausible. Por estas consideraciones, y de 
conformidad, además, con lo dispuesto en el 
D.F.L. 1.340 bis, de 1930; D.L. 970; artículo 9° 
de la Ley 18.675; Ley 19.200, 19.260; y artículo 
7° del D.L. 2.448; artículos 144, 158, 160, 170, 
254 y 342 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil, y artículo 1698 del Código 
Civil,  

SE DECLARA:  

a) Que se acoge la demanda deducida en lo 
principal de fojas 1, debiendo el Instituto de 
Previsión Social proceder a revisar y luego 
reliquidar la pensión otorgada a don René Víctor 
Zúñiga Mendoza, y posteriormente proceder al 
pago de las diferencias que resultaren conforme 
lo establecido en los motivos XIV, XV, XVI y 
XVII.  

b) Cada parte pagará sus costas, en las que no se 
condena al demandado por estimarse que litigó 
con fundamentos plausibles. Regístrese, 
notifíquese y consúltese si no se apelare. 

Dictada por don Humberto Provoste 
Bachmann, Juez Titular. Autoriza doña Loreto 
Grez Becker, secretaria subrogante.  

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo 
dispuesto en el inciso final del art. 162 del C.P.C.  

En Santiago, diecisiete de junio de dos mil 
quince 

 

Sentencia Corte de Apelaciones de Santiago, 
Rol N°Civil-10006-2015:  

Santiago, diecinueve de noviembre de dos mil 
quince. 

A fojas 113; téngase presente. 

Vistos:  

Se confirma la sentencia apelada  de diecisiete de 
junio de dos   dos mil quince, escrita a fojas 73  
y siguientes. 

Regístrese y devuélvase. 

Sentencia Corte Suprema, Rol N°7.491-16:  

Santiago, siete de julio de dos mil dieciséis.        

Vistos: 

En estos autos, Rol Nº 26.774-2014, seguidos 
ante el Vigésimo Sexto Juzgado Civil de 
Santiago, caratulados “Zúñiga Mendoza, René 
con Instituto de Previsión Social”, por sentencia 
de diecisiete de junio de dos mil quince, que se 
lee a partir de fojas 73, se acogió la acción 
deducida, ordenando al Instituto de Previsión 

52



Social revisar y luego reliquidar la pensión de 
jubilación que se concedió al demandante, en los 
términos que señala la sentencia, para 
posteriormente proceder al pago de las 
diferencias que resulten conforme lo establecido 
en el fallo. 

El demandado dedujo apelación en contra de la 
referida sentencia y una Sala de la Corte de 
Apelaciones de Santiago, la confirmó. 

En contra de este último fallo la parte 
demandada dedujo recurso de casación en el 
fondo, en lo principal de fojas 119, por haber 
sido dictado, a su juicio, con infracción de ley 
que influye en su parte dispositiva, a fin que esta 
Corte lo invalide y dicte la correspondiente 
sentencia de reemplazo. 

Se trajeron los autos en relación a fojas 141. 

Considerando: 

Primero: Que el recurrente denuncia el 
quebrantamiento de las normas contenidas en el 
artículo único del Decreto Ley N° 970, artículo 
14 del Decreto con Fuerza de Ley N° 236 en 
relación con el artículo 25 de la Ley N° 15.386; 
y de los artículos 9° y 15 de la Ley N° 18.675 en 
respecto al artículo 5 del Decreto Ley N° 3501.   

En primer lugar sostiene que ha existido una 
falsa aplicación del  artículo único del Decreto 
Ley N° 970 y del artículo 14 del Decreto con 
Fuerza de Ley N° 236 en relación con el artículo 
25 de la Ley N° 15.386, por cuanto el cálculo de 
la pensión de la demandante se ajusta 
plenamente a derecho, puesto que no es efectivo 
que, de acuerdo a la primera norma mencionada, 
no exista tope de imponibilidad ni de pensión 
para los miembros del Poder Judicial, indicando 
que el artículo 5° del Decreto Ley N° 3.501 
relacionado con el artículo 9° de la Ley N° 
18.675 es el que contiene dicha limitación, pues 
la última norma no es una simple modificación 
de la anterior, sino que derechamente 
corresponde a la consagración de un nuevo 
sistema de pensiones con distintos topes de 
imponibilidad y de monto. De esta manera, fluye 
entonces, que el artículo 14 del Decreto con 
Fuerza de Ley N° 236 sigue plenamente vigente, 
el cual contempla una excepción para los 
miembros del escalafón primario del Poder 

Judicial, consistente en la no aplicación de los 
topes establecidos en el artículo 25 de la Ley N° 
15.583, cuestión no discutida en estos autos, y 
ajena al juicio, recayendo el error de la sentencia 
impugnada en extender los efectos de dicha 
norma, a lo dispuesto en el artículo 5° del 
Decreto Ley N° 3.501, lo que es impropio y 
erróneo. 

En lo que se refiere a la transgresión de lo 
dispuesto en los artículos 9° y 15 de la Ley Nº 
18.675, en relación con el artículo 5 del Decreto 
Ley Nº 3501, expone que el fallo impugnado 
contraviene formalmente su contenido expreso, 
puesto que la sentencia, en estricto rigor, ordena 
que se tomen en consideración rentas por las 
que el actor no cotizó, por cuanto dichas normas 
señalan expresamente que la base de cálculo de 
la pensión está conformada por las 
remuneraciones sobre las cuales efectuó 
cotizaciones que son aquellas señaladas en el 
artículo 9 de la Ley 18.675 con los topes de 
imponibilidad respectivos. Explica que, con la 
entrada en vigencia de los Decretos Leyes N° 
3.500 y 3.501, comenzó a regir en nuestro país 
un nuevo sistema previsional y, junto con ello, 
se estableció un tope máximo de la 
remuneración para los efectos de las 
imposiciones de fines previsionales, el que 
asciende a 60 Unidades de Fomento. Así es 
como el artículo 5 del Decreto Ley N° 3.501, en 
su inciso final, contempló una excepción a esa 
regla al indicar que “la disposición establecida en 
el inciso primero no regirá respecto de las 
personas a que se refiere el artículo 14 del 
Decreto con Fuerza de Ley N° 236, de 1.968, 
agregado por la letra d) del artículo único del 
Decreto Ley N° 970, de 1975 y el artículo único 
del Decreto Ley N° 1.617, de 1976. Concluye, 
que las remuneraciones de todos los 
trabajadores por sobre las 60 Unidades de 
Fomento quedaron exentas de su carácter 
imponible para los efectos de calcular y cotizar 
para los distintos fondos de carácter previsional, 
quedando excluidos sólo dos grupos: los 
miembros del Poder Judicial y los empleados del 
Banco Estado a que se refiere el Decreto Ley N° 
1.617. 

Sin embargo, sostiene, la referida excepción sólo 
rigió hasta la dictación del artículo 9 de la Ley 
N° 18.675, del mes de diciembre de 1987, norma 
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aplicable a los miembros del Poder Judicial, de 
lo cual se colige, en opinión del recurrente, que 
a contar del 1° de enero de 1988 esos grupos de 
trabajadores que habían sido transitoriamente 
excluidos, debían cotizar sobre el total de sus 
rentas, produciéndose una derogación tácita del 
inciso final del artículo 5° del Decreto Ley N° 
3.501, pero su base imponible estaba limitada a 
60 Unidades de Fomento, por así disponerlo 
expresamente el precepto primeramente citado. 

Agrega que lo anterior se ha visto ratificado por 
la aplicación práctica que se ha efectuado por 
parte del actor y de la Corporación 
Administrativa del Poder Judicial, que ha sido la 
de entender que el artículo 9 de la Ley N°18.675 
derogó la exención de tope de imponibilidad 
para los empleados del Poder Judicial, pues las 
cotizaciones se efectuaron con el tope de 60 
Unidades de Fomento. 

De esta manera, infiere, se puede sostener que 
las pretensiones contenidas en la demanda son 
contrarias a la doctrina de los actos propios, 
según la cual no es lícito para un sujeto hacer 
valer un derecho en contradicción con su 
conducta anterior, cuando ésta, examinada 
objetivamente, indujo a estimar que se obraría 
en otro sentido, lo que configura, además, un 
atentado concreto del principio más amplio de 
la buena fe. 

De este modo, concluye, que de haberse 
aplicado correctamente las normas que invoca se 
habría determinado que el derecho a reliquidar 
solicitado por el actor no es procedente, 
primero, porque el interesado no se encuentra 
en la situación prevista en el artículo 128 del 
Decreto con Fuerza de Ley Nº 338; segundo, 
porque el cálculo de la pensión está ajustado a 
derecho; y tercero por existir disposiciones 
expresas en contrario a lo decidido por la 
sentencia en relación a los elementos que 
componen la referida base, por lo que pide se 
invalide el fallo recurrido y se dicte uno de 
reemplazo por el cual se rechace la demanda en 
todas sus partes. 

Segundo: Que para la resolución de la 
controversia planteada, es menester referir que 
el proceso fue iniciado mediante demanda que 
dedujo don René Víctor Zúñiga Mendoza, quien 
se desempeñó como Juez Titular del Segundo 

Juzgado de Letras de Quilpué, en contra del 
actual Instituto de Previsión Social, ex Instituto 
de Normalización Previsional  (INP), con el fin 
de que se reliquide su pensión de jubilación, 
debiendo considerar como base de cálculo los 
elementos pertinentes de la última remuneración 
mensual que percibió en su último cargo, esto 
es, sueldo base grado 6° de la escala establecida 
por el Decreto Ley N° 3.058 de 1979, la 
asignación de antigüedad y profesional del 
último mes de actividad sin limitaciones de 
imponibilidad como tampoco respecto de su 
monto, más la asignación judicial devengada por 
el mismo período, limitada a un monto 
equivalente a las unidades de fomento vigente al 
momento de la determinación de la pensión, 
más reajustes, pago de las diferencias que 
procedan y costas de la causa. 

El demandado solicitó el rechazo de la demanda, 
con costas, argumentando que no corresponde 
revisar la pensión de la actora puesto que se 
ajustó plenamente a la legalidad y a la normativa 
vigente a la época en que se jubiló, atentando su 
pretensión, además, con el principio de la 
correspondencia. 

Tercero: Que son hechos de la causa los que 
siguen: 

1. Mediante Resolución AP-1375, de 12 de 
agosto de 2014 del Instituto de Previsión Social, 
se concedió el beneficio de la jubilación al 
demandante, por haber cumplido 35 años, 2 
meses y 11 días de servicio computables, con 
goce de una pensión inicial de $1.370.430 a 
contar del 1 de septiembre de 2014, la que 
reliquidada con fecha 2 de diciembre de ese 
mismo año, quedó en la suma de $1.381.100, en 
su calidad de ex Juez Titular del Juzgado de 
Letras de Quilpué; 

2. El demandante se encontraba acogido a la tasa 
rebajada de imposiciones del 18,62%, 
equivalente a septiembre de 2014, último mes en 
actividad, a la suma de $205.361; 

3. Las partidas que integran la última 
remuneración del actor, relativa al mes de 
septiembre de 2014, correspondiente a su cargo 
de Juez Titular del Juzgado de Letras de 
Quilpué, se compuso por los siguientes 
conceptos: por sueldo base la suma de $564.484, 
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por asignación antigüedad la suma de $124.186, 
y por motivo asignación profesional la suma de 
$451.587. Además, incluye incremento por 
Decreto Ley N° 3501 por $148.804, asignación 
judicial por $2.150.070, bonificación conforme 
artículo 10 de la Ley N° 18.675 por la suma de 
$136.036, bonificación del artículo 3 de la Ley 
N° 18.566 por $93.621, además de 
bonificaciones del artículo 4 Ley N° 18.717, por 
desempeño institucional y desempeño colectivo. 

  

Cuarto: Que el artículo 14 del Decreto con 
Fuerza de Ley Nº 236, de 1968, dispone: "El 
tope de imponibilidad de remuneraciones 
establecido en el artículo 25 de la Ley Nº15.386 
no regirá para los funcionarios del Poder Judicial 
ni para las pensiones que ellos perciban o 
causen". De esta manera, el precepto citado 
liberó a los integrantes del Poder Judicial del 
régimen de pensiones pertinentes, de los límites 
de imponibilidad y beneficio de pensión, en 
términos claros y categóricos, determinación 
que es reiterada posteriormente por el inciso 
final del artículo 5º del Decreto Ley Nº 3.501, 
norma que no estableció una nueva excepción 
en favor de los personeros del Poder Judicial 
sino que, ante el cambio del sistema previsional 
vigente en el país a partir del año 1980, mantuvo 
la regla del artículo 14 del Decreto Ley N° 236, 
de 1968. 

Quinto: Que, por su parte, el artículo 9° de la 
Ley N° 18.675, en su inciso primero, hizo 
imponibles diversas asignaciones y 
bonificaciones que se otorgaban en el sector 
público, y su inciso segundo señaló: “En todo 
caso, la suma de las remuneraciones imponibles 
y no imponibles sobre las que deberán cotizar 
para pensiones, no podrá exceder los límites 
establecidos en el inciso 1° del artículo 16 del 
Decreto Ley N° 3.500, de 1980, y en el inciso 1° 
del artículo 5° del Decreto Ley N° 3.501, de 
1980”. 

Sexto: Que esta Corte, ha sostenido de manera 
permanente y reiterada, que el citado precepto 
legal, de carácter general y de contenido 
fundamentalmente declarativo, no pudo derogar 
la norma especial contenida en el Decreto con 
Fuerza de Ley N° 236, de 1968, agregado por la 

letra d) del artículo único del D.L. N° 970, de 
1975. 

En efecto, si el legislador de la Ley N° 18.675 
hubiese querido derogar dicho precepto 
especial, lo habría declarado expresamente, 
eliminando derechamente la norma. Se ha 
señalado también que siendo menester precisar 
el alcance del inciso segundo del artículo 9° de 
la Ley N° 18.675, en relación con el artículo 14 
del Decreto con Fuerza de Ley N° 236, de 1968, 
dentro del contexto de dicha ley, es posible 
concluir que, en virtud de aquel precepto de la 
Ley N° 18.675, debe hacerse efectivo el tope 
previsto en el inciso primero del artículo 5° del 
Decreto Ley N° 3.501, esto es, a 60 unidades de 
fomento, en la imponibilidad de la asignación 
judicial, criterio que armoniza con la vigencia de 
la regla contenida en el artículo 14 del Decreto 
con Fuerza de Ley N° 236, de 1968. 

Séptimo: Que de este modo, se configura un 
vacío legislativo sobre el cual es pertinente 
reflexionar. En efecto, dentro de los principios 
sobre los cuales el constituyente erige la 
estructura orgánica y funcional del Poder 
Judicial, destaca con especial relevancia el 
principio de inexcusabilidad. Según lo expresa la 
doctrina, tal noción, si bien históricamente 
obedece a la voluntad de solucionar la 
problemática provocada por la tensión existente 
entre la vinculación del juez a la ley –propia de 
la ideología fundadora de los regímenes 
republicanos–, y la exigencia de solución de los 
vacíos legislativos, en el derecho 
contemporáneo adquiere otro matiz: Pues bien, 
la irrupción de la idea de que las constituciones 
tienen fuerza normativa propia, permite 
entender que frente al silencio de la ley, el 
intérprete, para dar cumplimiento a su deber de 
fallar a toda costa, en virtud del principio en 
comento, debe primeramente, antes de utilizar el 
criterio de la equidad que ordena el artículo 170 
N° 5 del Código de Procedimiento Civil, buscar 
el contenido legal omitido dentro del sistema 
normativo vigente. Esto incluye el aspecto 
sustancial de las normas constitucionales, y sus 
principios orientadores. Así, en dicho contexto, 
ante la laguna legislativa, de existir norma supra 
legal, debe preferirse esta, o integrarse el vacío 
legal, con su contenido. 
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Por su parte, el artículo 19 N° 18 de la 
Constitución Política de la República, establece 
que la Constitución asegura a todas las personas: 

“18º.- El derecho a la seguridad social. 

Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho 
serán de quórum calificado.  

La acción del Estado estará dirigida a garantizar 
el acceso de todos los habitantes al goce de 
prestaciones básicas uniformes, sea que se 
otorguen a través de instituciones públicas o 
privadas. La ley podrá establecer cotizaciones 
obligatorias. 

El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del 
derecho a la seguridad social;” 

Dicha norma consagra con el carácter de 
fundamental el derecho a la seguridad social, 
estableciendo que el Estado debe promover la 
satisfacción de tal prerrogativa y supervigilar su 
adecuado ejercicio. En dicho entendido, ante la 
laguna legal, debe integrarse esa norma suprema, 
que lleva a estos sentenciadores a dilucidar las 
disposiciones que estatuyen los beneficios 
previsionales del actor de manera favorable a 
éste, lo cual necesariamente desemboca en la 
interpretación arribada, esto es, que al no existir 
norma expresa derogatoria de las normas 
alegadas en el libelo propositivo en que funda su 
solicitud de reliquidación, tienen plena vigencia 
y aplicabilidad. 

Octavo: Que de este modo, y atendido lo 
anteriormente expuesto, la tesis sostenida por 
los sentenciadores es la correcta pues han 
otorgado al artículo 14 del Decreto con Fuerza 
de Ley N° 236, de 1968, el alcance, extensión y 
dimensión que jurídicamente corresponde y han 
interpretado y aplicado el artículo 9° de la Ley 
N° 18.675 con su correcta inteligencia, en 
rigurosa concordancia con la finalidad y 
voluntad del legislador y también del 
constituyente. 

Noveno: Que, por lo razonado 
precedentemente, al decidir como lo hicieron los 
sentenciadores no incurrieron en los errores de 
derecho denunciados, por lo que sólo cabe el 
rechazo del recurso en estudio.  

Y de conformidad, además, con lo dispuesto en 
los 764, 765, 767, 783 y 805 del Código de 
Procedimiento Civil, se rechaza, sin costas, el 
recurso de casación en el fondo interpuesto por 
la parte demandada en lo principal de fojas 119, 
contra la sentencia de diecinueve de noviembre 
de dos mil quince, escrita a fojas 114. 

  

Se previene que el ministro Cerda no comparte 
el fundamento séptimo  

Redacción a cargo del Ministro señor Sergio 
Muñoz Gajardo. 

Regístrese y devuélvase con su agregado. 

N°7.491-16  
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Universidad de Chile Prof. Fernando Atria 
Facultad de Derecho Segundo semestre de 2007 
Introducción al Derecho II (Teoría de la Argumentación Jurídica) 
 

 
 

MATERIALES PARA EL EXAMEN 
 
 

En este documento encontrará:  
A) La reproducción de las disposiciones legales invocadas en la sentencia de la Corte de 

Apelaciones y la sentencia de reemplazo dictada por la Corte Suprema. 
B) Un glosario de términos utilizados en la sentencia, y 
C) La sentencia que será utilizada para el examen. 

 
A.  DISPOSICIONES LEGALES CITADAS EN LA SENTENCIA 
 
 

1. Código de Procedimiento Civil: 
 

Art. 245. (242): En los casos en que no pueda  aplicarse ninguno de los tres artículos precedentes, las 
resoluciones de tribunales extranjeros tendrán en Chile la misma fuerza que si se hubieren dictado 
por tribunales chilenos, con tal que reúnan las características siguientes: 
1ª. Que no contengan nada contrario a las leyes de la República. Pero no se tomarán en consideración 

las leyes de procedimiento a que haya debido sujetarse en Chile la substanciación del juicio; 
2ª. Que tampoco se opongan a la jurisdicción nacional; 
3ª. Que la parte en contra de la cual se invoca la sentencia haya sido debidamente notificada de la 

acción. Con todo, podré ella probar que, por otros motivos, estuvo impedida de hacer valer sus 
medios de defensa; 

4ª Que estén ejecutoriadas en conformidad a las leyes del país en que hayan sido pronunciadas.  
 
 

2. Ley de Matrimonio Civil de 1884 (Hoy sustituida por la ley 19.947 de 2004) 
Art. 1º. El matrimonio que no se celebre de acuerdo a las disposiciones de esta ley, no produce efectos civiles. 

(…)  
Art. 4º. No podrán contraer matrimonio: 
 1º Los que se hallaren ligados por vínculo matrimonial no disuelto; (…) 
Art. 15. El matrimonio celebrado en país extranjero, en conformidad a las leyes del mismo país, producirá en 

Chile los mismos efectos que si se hubiere celebrado en territorio chileno. 
 Sin embargo, si un chileno o chilena contrajere matrimonio en país extranjero contraviniendo a lo 

dispuesto en los arts. 4.º, 5.º, 6.º i 7.º de la presente ley, la contravención producirá en Chile los 
mismos efectos que si se hubiere cometido en Chile.  

Art. 29. El matrimonio celebrado con cualquiera de los impedimentos designados en los arts. 4.º, 5.º, 6.º y 7.º 
es nulo.  

Art. 34.  Corresponde la acción de nulidad a los presuntos cónyuges, a sus ascendientes, al ministerio público y 
a las personas que tengan actual interés en ella, y no podrá intentarse si no viven ambos cónyuges, 
salvo que la causal invocada sea la existencia de un vínculo matrimonial no disuelto, caso en el cual la 
acción podrá intentarse dentro del año siguiente del fallecimiento de uno de los cónyuges. 
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3. Código Civil 

Art. 14. La ley patria es obligatoria para todos los habitantes de la República, inclusos los extranjeros. 
Art. 15.  A las leyes patrias que reglan las obligaciones y derechos civiles, permanecerán sujetos los chilenos, 

no obstante su residencia o domicilio en el extranjero. 
 1º En lo relativo al estado de las personas y a su capacidad para ejecutar ciertos actos que hayan de 

tener efecto en Chile; 
 2º En las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones de familia; pero sólo respecto de sus 

cónyuges y parientes chilenos.  
Art. 102.  El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e 

indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse 
mutuamente.  

Art. 103. El matrimonio podrá celebrarse por mandatario especialmente facultado para este efecto. El mandato 
deberá otorgarse por escritura pública, e indicar el nombre, apellido, profesión y domicilio de los 
contrayentes y del mandatario.  

Art. 120. El matrimonio disuelto en territorio extranjero en conformidad a las leyes del mismo país, pero que 
no hubieran podido disolverse según las leyes chilenas, no habilita a ninguno de los dos cónyuges para 
casarse en Chile, mientras viviere el otro cónyuge. (Este artículo está hoy derogado). 

Art. 121. El matrimonio que según las leyes del país en que se contrajo pudiera disolverse en él, no podrá, sin 
embargo, disolverse en Chile, sino en conformidad a las leyes chilenas. (Este artículo está hoy 
derogado). 

Art.135 Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, y toma el marido la 
administración de los de la mujer, según las reglas que se expondrán en el título De la sociedad 
conyugal. 

Los que se hayan casado en país extranjero se mirarán en Chile como separados de bienes, a 
menos que inscriban su matrimonio en el Registro de la Primera Sección de la Comuna de Santiago, 
y pacten en ese acto sociedad conyugal, dejándose constancia de ellos en la inscripción. 

 
B.  GLOSARIO: 

 
Acción de Nulidad. Acción que pretende impugnar la validez de un acto jurídico, fundada en que dicho acto 

carece de un requisito esencial para la validez del mismo. 
Cosa Juzgada. Efecto que produce una sentencia judicial cuando, debido a la inexistencia de recursos que 

permitan impugnarla, se hace imposible su modificación. 
Declaración de mera certeza. Resolución dictada por un tribunal en la cual el juez no condena a una prestación, 

sino que declara la existencia o inexistencia de una relación jurídica.  
Estatuto Personal. Conjunto de disposiciones que rigen la aplicación extraterritorial de leyes relativas a la 

persona (i.e. estado civil, capacidad, etc.).    
Exequátur. Acto jurídico procesal, emanado de la Corte Suprema, por el cual se autoriza a cumplir una sentencia 

ejecutoriada pronunciada en el extranjero.  
Inexistencia. Causal de ineficacia de un acto jurídico que consiste en la omisión de un requisito esencial para la 

existencia del mismo (ej. voluntad, causa, objeto: no solamente que la voluntad se encuentre libre de 
vicios, sino el hecho de que no exista voluntad alguna ligada al acto). Aunque su aceptación es 
controvertida, la doctrina que acoge la noción de inexistencia la distingue de la nulidad, alegando que, 
conforme a la primera, el acto inexistente no produce efecto jurídico alguno, a diferencia del acto nulo 
que produce efectos hasta que sea anulado. 

Inoponibilidad. Un acto jurídico es inoponible a una persona cuando, dado el tipo de acto de que se trata o la 
infracción de reglas de publicidad o prueba, no produce efectos jurídicos a su respecto. 

Fraude a la ley. Dícese del que se ampara en la literalidad de una norma con el objeto de eludir su sentido.  

Introducción al Derecho II
(Teoría de la argumentación jurídica)

Profesor Fernando Atria
Materiales para el examen, p. 2. 
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Mandato. Contrato en el que una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra, que se hace cargo de 
ellos por cuenta y riesgo de la primera.  

Principio “legis locus regis actum” (lit. La ley del lugar rige el acto) Principio de derecho privado conforme 
al cual la legislación aplicable a un acto jurídico es la que esta vigente en el lugar en el cual 
dicho acto se haya realizado, aun cuando ese acto haya de tener efectos en otros lugares.  

Prescripción. Modo de extinguir las acciones y derechos ajenos por no haberse ejercido dichas acciones o 
derechos durante cierto tiempo. Una acción o derecho se dice prescribir cuando se extingue por la 
prescripción.  

Rebeldía. Falta de concurrencia del demandado a juicio a pesar de haber sido válidamente notificado.  
Recurso de Casación en el Fondo. Recurso judicial extraordinario, en que se solicita a la Corte Suprema que 

anule o invalide una sentencia dictada por una corte de apelaciones, en razón de haberse dictado con 
infracción de ley, siempre que dicha infracción haya influido en lo dispositivo del fallo.  

Regla de Reciprocidad. Principio que rige, en general, las relaciones entre estados cuando no existe un tratado 
bilateral o multilateral o una costumbre internacional. En virtud de él un Estado puede tratar 
peticiones, declaraciones o intereses de otro del modo en que éste trata los del primero. Aplicado al 
exequátur, el principio de reciprocidad implica que debe accederse a la aplicación de una sentencia 
extranjera en Chile sólo si el Estado en que se dictó dicha sentencia permite el cumplimiento, en su 
territorio, de los fallos dictados por los tribunales chilenos.  

Sentencia de Casación. Sentencia que acoge el recurso de casación, anulando la sentencia de segunda instancia 
recurrida. Es seguida por una sentencia de reemplazo. 

Sentencia de Reemplazo. Sentencia que sigue a la de casación, en la que la Corte Suprema separadamente, pero 
sin previa vista, reemplaza la sentencia que ha anulado. 

 
 

C. SENTENCIA: 
 

Soza, Emilia con del Campo, Elvira (Casación en el fondo). Corte Suprema, 27 de noviembre de 1965.  
  
 Ver página siguiente.  
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Universidad de Chile 
Facultad de Derecho 
Introducción al Derecho II (Teoría de la Argumentación Jurídica) 
Año 2004 2º semestre 

Prof. Fernando Atria
Prof. Alvaro Fuentealba

Prof. Cristóbal Orrego
Prof. Claudio Herrera

MATERIALES DEL EXAMEN 

En este documento usted encontrará: (a) la sentencia que será utilizada para el examen; (b) la 
reproducción de las disposiciones legales invocadas por los votos de mayoría y minoría de la 
Corte Suprema, y (c) un glosario de términos que le ayudará a entender el significado de 
algunos términos técnicos usitilzados en la sentencia. 

 I .  D ISPOSICIO NES L EGALES CITADAS EN LA SENTENCIA 

1. Código de Procedimiento Civil 

Art. 346. Los instrumentos privados se tendrán por reconocidos:  

[...]  

3 Cuando, puestos en conocimiento de la parte contraria, no se alega su falsedad o falta de 
integridad dentro de los seis días siguientes a su presentación, debiendo el tribunal, para este 
efecto, apercibir a aquella parte con el reconocimiento tácito del instrumento si nada expone 
dentro de dicho plazo; y  

2. Código Orgánico de Tribunales 

Art. 399. Los notarios son ministros de fe pública encargados de autorizar y guardar en su 
archivo los instrumentos que ante ellos se otorgaren, de dar a las partes interesadas los 
testimonios que pidieren, y de practicar las demás diligencias que la ley les encomiende. 

Art. 401. Son funciones de los notarios:

[...]

10. Autorizar las firmas que se estampen en documentos privados, sea en su presencia o cuya 
autenticidad les conste;

3. Código del Trabajo 

Art. 159. El contrato de trabajo terminará en los siguientes casos: 

[...] 

4.- Vencimiento del plazo convenido en el contrato. La duración del contrato de plazo fijo no 
podrá exceder de un año.  

El trabajador que hubiere prestado servicios discontinuos en virtud de más de dos contratos a 
plazo, durante doce meses o más en un período de quince meses, contados desde la primera 
contratación, se presumirá legalmente que ha sido contratado por una duración indefinida. 

Tratándose de gerentes o personas que tengan un título profesional o técnico otorgado por 
una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, la duración del 
contrato no podrá exceder de dos años. 

El hecho de continuar el trabajador prestando servicios con conocimiento del empleador 
después de expirado el plazo, lo transforma en contrato de duración indefinida. Igual efecto 
producirá la segunda renovación de un contrato de plazo fijo. 

85



 

Art. 177. El finiquito, la renuncia y el mutuo acuerdo deberán constar por escrito. El 
instrumento respectivo que no fuere firmado por el interesado y por el presidente del 
sindicato o el delegado del personal o sindical respectivos, o que no fuere ratificado por el 
trabajador ante el inspector del trabajo, no podrá ser invocado por el empleador.  

Para estos efectos, podrán actuar también como ministros de fe, un notario público de la 
localidad, el oficial del registro civil de la respectiva comuna o sección de comuna o el 
secretario municipal correspondiente. 

[...] 

I I .  GLOSARIO 

Finiquito. Convención por la cual las partes dejan constancia de la relación laboral que 
existió entre ellas, de su conformidad con la causal legal por la cual terminó, de la regularidad 
con que se pagaron, al trabajador, sus remuneraciones y cotizaciones previsionales y con el 
recibo, por parte del trabajador, de sus haberes finales, correspondientes habitualmente a las 
indemnizaciones por años de servicio y por feriados. Lo anterior, sin perjuicio de las 
excepciones o reservas que formulen las partes, sea unilateralmente, sea por mutuo acuerdo 
entre ellas. 

Traslado. Acción y efecto de comunicar a la parte contraria un escrito o documento para que 
haga valer contra él las defensas de que se crea asistida. 

Reglas de la sana crítica. Modo de apreciación judicial de la prueba conforme a las máximas 
de la lógica y la experiencia. Los hechos que conforme a la sana crítica son fijados por el juez 
del fondo no pueden por regla general ser corregidos mediante el recurso de casación en el 
fondo. 

Contrato de trabajo a plazo fijo. Contrato de trabajo en que las partes, empleador y 
trabajador, convienen que la relación laboral terminará en una fecha cierta y determinada. En 
tal caso, la relación laboral termina con el solo cumplimiento del plazo estipulado, sin 
derecho a indemnizaciones. 

Contrato de trabajo a término indefinido. Contrato de trabajo en que las partes, empleador 
y trabajador, no señalan una fecha cierta y determinada para la terminación del contrato. En 
consecuencia, éste se extiende hasta que se produzca una causa legal de caducidad (por actos 
ilícitos del trabajador termina el contrato) o hasta que por “necesidades de la empresa”, el 
empleador le pone término. En este último caso, el empleador debe indemnizar al trabajador, 
pagándole una indemnización equivalente a un mes por año de servicio y fracción superior a 
seis meses, con un tope de once meses (indemnización por años de servicio). Si no le avisa 
con treinta días de anticipación, además debe indemnizarlo con un mes adicional de 
remuneración (indemnización sustitutiva del aviso previo) 

Recurso de Casación en el Fondo. Recurso judicial extraordinario, en que se solicita a la 
Corte Suprema que anule o invalide una sentencia dictada por una Corte de Apelaciones, en 
razón de haberse dictado ésta con infracción de ley que haya influido en lo dispositivo del 
fallo. Los hechos no pueden modificarse por esta vía, sólo la apreciación jurídica de los 
mismos. 

Sentencia de Casación. Sentencia que acoge el recurso de casación, determina que hay 
errores de derecho que influyeron en lo dispositivo de la sentencia, y que provocando una 
infracción a la ley, facultan a la Corte Suprema para anularla. 
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Sentencia de Reemplazo. Sentencia que acto seguido a la de casación, sin previa vista, pero 
separadamente, dicta la Corte Suprema, reemplazando la sentencia anulada de la Corte de 
Apelaciones, enmendando los errores de derecho detectados.  

Voto de minoría. Fallo en que uno de los ministros integrantes de la sala de la Corte, que 
disiente de la mayoría, expresa las razones que tiene para discrepar del voto de mayoría. No 
produce efectos jurídicos, ya que las sentencias en tribunales colegiados (las salas de la Corte 
Suprema funcionan con cinco ministros), se adoptan por la mayoría de sus integrantes. 

 

I II  SENTENCIA 

Fundación DUOC de la Pontificia Universidad Católica de Chile (casación en el fondo), en la 
página siguiente 
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Santiago, veintiocho de julio de dos mil once. 
Vistos y teniendo presente: 
1º) Que se ha deducido recurso de nulidad por la 

denunciante en procedimiento de tutela laboral sobre 
prácticas antisindicales, DIRECCIÓN GENERAL 
DEL TRABAJO, fundado en la causal del artículo 477 
del Código del Trabajo, en sus dos hipótesis: 
infracción sustancial de derechos o garantías 
constitucionales, e infracción de ley que ha influido 
sustancialmente en lo dispositivo del fallo. 

En su primer aspecto, dice vulneradas las garantías 
constitucionales de los numerales 16 y 19 del artículo 
19 de la Constitución Política del Estado y, en lo que 
atañe al segundo, dice infringidas las normas de los 
artículos 381 y 387 del Código Laboral.  

Sostiene haberse vulnerado las garantías 
fundamentales de derecho a huelga y de libertad 
sindical, amagados por la empresa denunciada, al no 
sancionar la que a su juicio constituye una práctica 
antisindical, consistente en haber reemplazado a los 
trabajadores en huelga, destinando al desempeño de 
sus labores a otros trabajadores dependientes de la 
misma empleadora. 

Al no entenderse así por la sentenciadora, dice la 
recurrente, se habría restringido erróneamente el 
alcance de la citada norma del artículo 381, al 
pretenderse que sólo prohibiría la contratación de 
nuevos trabajadores al efecto, y que sería lícito el 
reemplazo con dependientes de la misma empresa, no 
sindicalizados. Con ello, se vulneraría además lo 
previsto en el numeral 26 del artículo 19 del texto 
fundamental, al afectarse en su esencia el derecho a la 
huelga.  

Y se habría vulnerado también el precepto 387, al 
no sancionar un hecho que sería constitutivo de 
práctica desleal de la empleadora, en tanto cuanto ha 
entorpecido la negociación colectiva y sus 
procedimientos.  

Como consecuencia de lo anterior -agrega- se ha 
hecho ilusorio e inoperante el derecho a huelga 
establecido en el texto constitucional, así como se ha 
afectado también el derecho de sindicalización.  

Argumenta al efecto acudiendo a la historia 
fidedigna del establecimiento de la ley 19.759, en 

cuanto el legislador, al modificar el texto del artículo 
381, tuvo en vista que el bono establecido en él para 
desincentivar el reemplazo, debe ser también exigible 
cuando de reemplazar a los huelguistas con 
trabajadores de la misma empresa se trate.  

2º) Que en el fallo impugnado, mediante el cual se 
rechaza la denuncia por prácticas antisindicales, la 
sentenciadora ha enunciado y desarrollado las razones 
fácticas y jurídicas que conforman su convicción, 
principalmente en cuanto -como se ha resuelto por la 
jurisprudencia mayoritaria, compartida por estos 
sentenciadores- la huelga no es el desenlace ideal de la 
negociación colectiva, pensada y reglamentada 
precisamente para arribar en lo posible a acuerdos 
razonables entre las partes.  

Por el contrario, la huelga no sería sino la 
consecuencia nefasta, o al menos no deseada, del 
fracaso de la negociación, después de agotadas las 
instancias alternativas de diálogo e interlocución y, por 
ende, habrá de interpretarse restrictivamente los 
alcances de su normativa como situación excepcional 
y rupturista, no buscada en principio ni por las partes 
ni por el legislador.  

En tal sentido y por las razones de hermenéutica 
jurídica esbozadas en el fallo impugnado, 
especialmente a propósito del sentido y alcance del 
precepto 381 del Código del Trabajo, se rechazará el 
recurso de autos, en virtud de los mismos antedichos 
fundamentos, en el entendido de que, no obstante la 
formulación genérica prohibitiva referida al 
"reemplazo", de la debida intelección de lo normado 
debe concluirse que lo que el legislador prohíbe a fin 
de cuentas es sólo la "contratación" de nuevo personal 
de reemplazo, a que se alude en las hipótesis 
permisivas señaladas en los literales a), b) y c) de la 
regla legal en cuestión, supuesto el cumplimiento del 
pago de los mayores costos remuneracionales 
obligatorios al efecto.  

3º) Que establecido lo anterior, no ha podido existir 
en el caso sub lite una práctica desleal, sancionable en 
la forma pedida por la denunciante recurrente, en la 
medida que la empleadora -en legítimo ejercicio de sus 
derechos como tal, autorizada por los artículos 12 y 22 
del mismo Código- se limitó a disponer el reemplazo 
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de los trabajadores huelguistas por otros de sus 
dependientes, contratados con anterioridad al inicio de 
la negociación colectiva en cuestión.  

Y, en tal virtud, tampoco han podido existir en la 
especie ni la vulneración de garantías constitucionales, 
ni la infracción de ley invocadas por la recurrente. 

Por estas consideraciones, y normas de los 
artículos 477 y siguientes del Código Laboral, se 
rechaza el recurso de nulidad deducido contra la 
sentencia de quince de diciembre de dos mil diez, la 
que, en consecuencia, no es nula. 

 
Acordada contra el voto del Abogado Integrante 

señor Barra, quien estuvo por acoger el recurso, en 
virtud de las siguientes consideraciones: 

1º) La norma capital de hermenéutica legal, 
contenida en el inciso primero del artículo 19 del 
Código Civil, establece que cuando el sentido de la ley 
es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto 
de consultar su espíritu, salvo cuando, por existir una 
"expresión obscura", sea menester atender a su 
intención o espíritu claramente manifestados, o a la 
historia fidedigna de su establecimiento.  

En tal sentido, contrariamente a lo argüido en la 
sentencia impugnada, la regla general del inciso 
primero del artículo 381 ("estará prohibido el 
reemplazo de los trabajadores en huelga") es clara y 
definitivamente prohibitiva de dicho reemplazo, sin 
que sea lícito al intérprete discriminar respecto a ser o 
no los reemplazantes, dependientes ex ante o sólo 
contratados al efecto.  

2º) Que el texto completo del artículo en análisis, 
referido a las tres condiciones o requisitos de mayor 
costo remuneracional, para que se permita 
excepcionalmente dicho reemplazo, resulta claramente 
concordante con la premisa antedicha, en cuanto el 
"reemplazo" será siempre tal, sea que se realice con 
otros dependientes del mismo empleador, o que deba 
contratarse personal al efecto. Por ello es que, 
contrariamente a lo fallado por alguna jurisprudencia, 
no resulta en modo alguno necesario "precisar la 
inteligencia" del precepto haciéndolo decir lo que no 
dice.  

3º) Que por una razón de lógica elemental, y de la 
simple lectura del precepto, debe entenderse que, de no 
cumplirse con las condiciones establecidas en los 

literales a), b) y c) de la norma, claramente seguirá 
rigiendo la prohibición absoluta establecida al 
comienzo de la misma, aplicable sea cual fuere la 
procedencia de los trabajadores reemplazantes.  

4º) Que la circunstancia de referirse el inciso 
quinto a que el empleador, en este caso, "podrá 
contratar a los trabajadores que considere necesarios", 
lejos de contraponerse a la antedicha interpretación, se 
corresponde perfectamente con ello por razones de 
lógica, semántica y sintaxis, en cuanto lisa y 
llanamente significa que -cumplidos los requisitos de 
recargos remuneracionales- el empleador no sólo 
podrá efectuar ahora lícitamente los reemplazos con su 
propio personal, sino que incluso podrá contratar a 
otros trabajadores al efecto. 

5º) Que esta lógica hermenéutica literal y 
contextual del artículo en cuestión, puede verse 
claramente respaldada según las siguientes otras reglas 
de interpretación de la ley: A) La historia fidedigna de 
su establecimiento, citada por la recurrente: tanto la 
intervención del Senador señor Diez ("..constituye 
también un requisito para reemplazar a los trabajadores 
en conflicto con otros de la misma empresa..."), como 
el rechazo de la moción de los Diputados Paya, 
Bertolino, Dittborn, Fosa y Galilea, que pretendía 
cambiar la expresión "el reemplazo" por la frase 
"contratar reemplazantes", significa claramente que 
todos entendieron que lo prohibido es el "reemplazo" 
(sin distinciones) y no "la contratación". B) Lo anterior 
resulta por demás claro -también- al tenor de la regla 
interpretativa del artículo 20 del Código Civil, en 
cuanto la palabra "reemplazo" debe entenderse en su 
sentido natural y obvio de "sustitución que se hace de 
una persona o cosa por otra", comprensiva 
semánticamente de diversas alternativas, por ejemplo, 
por una máquina, por un programa computacional, por 
otro trabajador dependiente antiguo, o por otro 
contratado al efecto.  

C) No puede en modo alguno obstar a lo anterior, 
la literalidad ni el espíritu del precepto 19 numeral 16 
de la Carta Fundamental, toda vez que de su simple 
lectura se advierte el mandato principal de ser la 
negociación colectiva un derecho de rango 
constitucional, dentro de cuyo ejercicio legítimo se 
encuentra el derecho a huelga, sólo excepcionalmente 
restringido por el constituyente en situaciones 
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especiales no concurrentes en la especie. D) Además, 
entender que lo prohibido fuere sólo la contratación de 
nuevo personal, significaría violentar la garantía 
constitucional de igualdad ante la ley: D1) 
Privilegiando a la gran empresa que, sólo por tener 
otros trabajadores en distintas sedes laborales con 
quienes reemplazar a los huelguistas, podría darse el 
lujo de ignorar la prohibición legal, minimizando los 
efectos de la huelga, en desmedro de todos los demás 
empleadores; y D2) Estableciendo a priori una 
desmejorada categoría de trabajadores de segunda 
clase, jurídicamente pauperizados en relación con el 
grueso de sus congéneres. E) Obviamente lo anterior 
repugna tanto al espíritu general de la 
constitucionalidad y de la ley laboral, así como 
también a la equidad natural (artículo 24 del Código 
Civil).  

5º) Que a mayor abundamiento, si la voluntad del 
legislador hubiere sido prohibir sólo la contratación, 
pero no el reemplazo con otro personal propio, 
ciertamente habría tenido que, simplemente, prohibir 
la "contratación" y no el "reemplazo" (lo que como ya 
se dijo fue descartado por los parlamentarios); y 
necesariamente reglamentar los distintos alcances y 
requisitos del libre reemplazo, según se trate de 
dependientes de otros locales, filiales o sucursales, o 
de otras secciones o departamentos de una misma 
empresa, fábrica o industria, o de temporeros u 
ocasionales, o a honorarios; así como reglamentar la 
situación jurídica según se trate de empresas 
relacionadas, principales, contratistas o 

subcontratistas...  
6º) Que tampoco se trata (como se ha dicho algunas 

veces) de colisión del derecho de propiedad del 
empleador (cuyo dominio conlleva el derecho de 
administrar y el jus variandi) con el derecho a huelga 
del trabajador, ni de provocar agoreras situaciones 
extremas con ésta. 

Por el contrario: ha sido la propia Constitución la 
que ha precavido las dañosas o extremas 
consecuencias de la huelga, prohibiéndola 
excepcionalmente en determinadas empresas o 
servicios, y es el Código del Trabajo -al reglamentarla 
como último recurso de la negociación colectiva- 
quien la legitima como herramienta de lícita presión 
fáctico-legal, sin que, merced a sus cortapisas, pueda 
ser usada indiscriminada o abusivamente, manteniendo 
así incólume el derecho de propiedad de empleador 
que, como todo derecho, no puede entenderse absoluto. 

7º) Que, en consecuencia, entendiéndose 
configurada la existencia de práctica desleal de la 
empleadora demandada, por el reemplazo de los 
trabajadores huelguistas con otro personal de su 
dependencia, estuvo el disidente por acoger la 
demanda, por las razones dichas.  

Regístrese y comuníquese. 
Pronunciada por la Décima Sala de esta Corte de 

Apelaciones de Santiago, presidida por el Ministro 
señor Juan Manuel Muñoz Pardo, e integrada por el 
Ministro señor Juan Cristóbal Mera Muñoz y por el 
Abogado Integrante señor Antonio Barra Rojas. 
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Santiago, veinticuatro de septiembre de dos mil
siete. Vistos y teniendo presente: 

1º.- Que don Pablo Jarpa Díaz de Valdés, 
pensionado, domiciliado en Eleuterio Ramírez Nº
875, departamento 906 de Santiago, ha recurrido de 
protección en contra de doña Patricia Pelen 
Fernández, Gerente de Prestaciones de la
Administradora de Fondos de Pensiones BBVA
PROVIDA, pidiendo se adopten las medidas en su 
resguardo, por verse afectados derechos que la
Constitución Política le garantiza, en los números 
24 y 26 de su artículo 19. 

2º.- Que en efecto, aparece de este expediente que 
el recurrente reclamó de la resolución de la Gerente
de Prestaciones de la Administradora de Fondos de 
Pensiones Provida, que consideró en el cálculo de 
su pensión de vejez, bajo la modalidad de retiro 
programado, a su ex cónyuge Mónica Martínez
Prieto, cuyo matrimonio con ella fue anulado por 
sentencia judicial sub inscrita el año 1986, como 
potencial beneficiaria de pensión de sobrevivencia 
en su calidad de madre de hijo natural con derecho 
a pensión, provocándole una reducción del monto
final de la referida prestación. 

3º.- Que de este matrimonio, declarado nulo por 
sentencia judicial, nació un hija, actualmente mayor 
de edad, que de acuerdo a lo que establece la ley 
tiene la calidad de hija legítima.

4º.- Que el recurrente alega que se le da a su ex 
cónyuge una calidad que la ley no contempla, toda 
vez que no se trata de una madre de hijos naturales 
y que, además, tampoco vive a sus expensas como 
lo requiere y exige la norma contemplada en el
artículo noveno del Decreto Ley 3.500 de 1980, 
que rige el sistema de pensiones de capitalización 
individual vigente y aplicable en este caso. 

5º.- Que la recurrida al contestar el reclamo, 
sostuvo que no era posible acoger su petición y 
realizar un nuevo cálculo de su pensión, ya que por 
aplicación de dictámenes de la Superintendencia de 
Administradoras de Fondos de Pensiones, que es el
organismo que tiene la facultad de interpretar 
obligatoriamente esta normativa, se debe asimilar 
a la madre ex cónyuge anulada al caso de madre 
de hijos naturales o de filiación no matrimonial, 
debiendo probarse la dependencia económica sólo a 
la fecha de fallecimiento del causante, hecho que da 
derecho a la pensión de sobrevivencia. 

A su vez, la parte recurrida hace presente, que al
solicitarse la pensión de vejez por el recurrente Sr. 
Jarpa, éste habría suscrito el formulario de 
declaración de beneficiarios indicando como tal a 
doña Mónica Martínez Prieto, según consta del
documento que rola a fs. 28. 

6º.- Que, la parte recurrida acompaña a fs. 34 la
circular número 1302 de la Superintendencia de 
Administradoras de Pensiones, que de acuerdo a 
las facultades conferidas por la ley a esa 
Superintendencia, imparte instrucciones de 
cumplimiento obligatorio para todas las 
Administradoras de Fondos de Pensiones, en 

relación al otorgamiento de los beneficios 
previsionales. 

En su Capítulo V. Pensión de Sobrevivencia, 
número 1.1, letra e establece expresamente como 
beneficiaria a la cónyuge cuyo matrimonio haya 
sido declarado nulo por sentencia judicial fundada 
en la aplicación de la ley de Matrimonio Civil de 10 
de enero de 1884, siempre que reúna las exigencias 
del artículo 9 del Decreto Ley 3.500 de 1980, esto 
es que tenga hijos con el causante, sea soltera o viuda 
y viva a expensas del causante al momento del 
fallecimiento. 

Asimismo, define lo que debe entenderse por 
vivir a expensas del causante, señalando que debe 
tratarse de la principal fuente de sustentación 
económica de la beneficiaria, no obstante no tener
derecho a exigir pensión de alimentos para sí y aún 
cuando no haya existido convivencia entre 
aquellos, antes o a la fecha del fallecimiento, 
interpretando el sentido y alcance de los artículos 
quinto y noveno del mencionado Decreto Ley. 

7º.- Que, la Superintendencia de Administradora de 
Fondos de Pensiones informó sobre la materia a fs. 
92 de este expediente, reafirmando lo sostenido 
por la respectiva Administradora y lo indicado en
la circular 1302 aludida precedentemente, 
estimando que dicha institución previsional actuó 
de conformidad a las instrucciones emanadas del
organismo supervisor competente. 

8º.- Que por consiguiente, el recurrente estima que 
el rechazo a su reclamo vulnera su derecho de 
propiedad de la pensión de vejez como resultado 
de la acumulación de sus fondos, al ser privado 
de su facultad de libre disposición de los mismos, 
limitando su ejercicio al imponer condiciones que 
la ley no ha contemplado, por un acto arbitrario de 
la Administradora al emitir una resolución 
manifiestamente ilegal. 

9º- Que para que proceda el recurso de protección 
se requiere que efectivamente se hayan realizado 
actos u ocurrido omisiones, con carácter de 
arbitrarios o contrarios a la ley, que realmente
priven, perturben o amenacen el debido ejercicio de 
un derecho evidente y no disputado del reclamante, 
que se encuentre garantizado y amparado en el
texto constitucional. 

10º.- Que los antecedentes aportados por la parte
recurrente y los que el Tribunal ha hecho agregar a 
los autos, apreciados conforme a las normas que 
corresponden, no constituyen elementos de 
convicción suficientes para estimar acreditado que 
en el presente caso los hechos invocados en el
recurso, constituyan un acto arbitrario o ilegal que 
amague, altere o prive al actor del legítimo ejercicio
de derechos y garantías enumerados en el artículo
20 de la Carta Fundamental. 

11º.- Que para llegar a este razonamiento esta 
Corte ha tenido en especial consideración que la
propiedad sobre los fondos previsionales nace 
afectada, toda vez que está destinada al propósito
de otorgar una pensión, estando por ello estos 107



fondos especialmente regulados en la ley. 
Esta afectación incluye necesariamente las 

pensiones de sobrevivencia como función social de 
la seguridad social. 

En efecto, de acuerdo a nuestro ordenamiento 
jurídico, el acceder a la seguridad social conlleva 
restricciones y disciplinas que se traducen en serias 
limitaciones a la propiedad y sus atributos. 

Así, la obligación de ahorrar un porcentaje de 
las remuneraciones, la prohibición de disponer de 
dichos ahorros durante un largo lapso, la privación 
de la administración de ese recurso y las 
restricciones al destino que pueden darle las 
Administradoras, son algunas de las expresiones a 
dichas limitaciones, que derivan de la función social 
del dominio, que dispone expresamente el numero 
24º del artículo 19 de la Constitución Política. 

Al respecto la doctrina constitucional se refiere 
a estas limitaciones, como referente a los intereses 
generales de la Nación aludidos en la mencionada 
garantía constitucional, debiendo entenderse que 
estas restricciones al dominio están establecidas, - 
a juicio de estos sentenciadores -, para alcanzar la 
seguridad social, cuyo derecho, también, se 
encuentra dentro del catálogo de las garantías 
constitucionales, en su numeral 18º. 

12º.- Que en el mismo sentido es dable razonar, 
que de acuerdo con lo señalado en el inciso 
segundo del artículo 5º de la Constitución en 
relación con el Nº 18º del artículo 19 del mismo 
texto, es deber de los órganos del Estado procurar 
que se obtenga la seguridad social, toda vez que se 
trata de un derecho humano al que la propia Carta 
le concede una alta jerarquía. 

El respeto y promoción de estos derechos 
constitucionales, precisamente por su gran 
relevancia jurídica, interesan a la Nación toda, 
constituyendo una obligación inherente al Estado 
garantizar su acceso y cumplimiento, a fin de cubrir 
adecuadamente los estados de necesidad que 
generan las contingencias sociales, tales como la 
vejez, muerte u otras igualmente calificadas, con el 
objetivo de que todas las personas como sujetos de 
derecho tengan una vida digna, alcanzada gracias a 
la seguridad social. 

En ese orden de ideas, es indispensable atender 
lo dispuesto en la parte dogmática de la 
Constitución expresada en su artículo 1° El Estado 
está al servicio de la persona humana y su finalidad 
es promover el bien común, para lo cual debe 
contribuir a crear las condiciones sociales que 
permitan a todos y cada uno de los integrantes de 
la comunidad nacional su mayor realización 
espiritual y material posible. 

Esta disposición básica de carácter 
programático constituye una norma obligatoria que 
orienta las políticas y acciones de las autoridades y 
órganos del Estado en el desarrollo y garantía del 
ejercicio del derecho. 

13º.- Que en mérito de lo expuesto, esta Corte 
sostiene el criterio que la voluntad del 
constituyente ha sido necesariamente establecer 
exigencias en torno al derecho de propiedad para la 
debida consecución de la seguridad social. 

Así se aprecia en la oración final del inciso 

tercero del Nº 18º del artículo 19 de la Carta, en 
cuanto allí se dispone que la ley puede establecer 
cotizaciones obligatorias, obligando a un particular 
a disponer de su patrimonio (coartando su libre 
disposición como atributo) en aras de la seguridad 
social, surgiendo manifiestamente la necesidad de 
armonizar ambos derechos, permitiendo 
restricciones que hagan posible su coexistencia. 

14º.- Que conforme a lo anteriormente 
argumentado, es fuerza concluir que la ley en el 
artículo 94 del referido Decreto Ley 3.500 y artículo 
3º de su Estatuto Orgánico entrega, por tal razón, a 
la Superintendencia del ramo la regulación e 
interpretación de los preceptos legales con el 
objeto de lograr el objetivo de protección de la 
seguridad social, a que el Estado está expresamente 
obligado por nuestra Constitución Política. 

15º.-  Que  prosiguiendo  con  esta  
argumentación,  y  teniendo  además  en  cuenta  
lo  razonado  por la  Superintendencia de AFP, no 
puede escapar al análisis de esta Corte los roles 
que la sociedad reconoce a las parejas 
matrimoniales y no matrimoniales, al interior de 
la familia y la invisibilidad económica del trabajo 
reproductivo que realiza principalmente la mujer, 
para apreciar jurídicamente la interpretación 
sostenida por dicho órgano supervisor en 
cumplimiento del mandato legal y constitucional 
que le asiste. 

Así es posible sostener, que los integrantes de la 
familia comparten sus bienes e ingresos en el 
período activo, devengando derechos 
previsionales, que en el período pasivo se 
representan por la pensión de vejez, cuya cobertura 
se extiende hasta el fallecimiento de uno de los 
cónyuges a través de la pensión de sobrevivencia. 

Por ello, la previsión social como un 
componente fundamental del derecho a la 
seguridad social garantizado en el artículo 19 N° 
18 de nuestra constitución, no es independiente a 
los cambios que afectan las situaciones familiares 
y a los pactos implícitos que la distribución del 
trabajo doméstico representa para los integrantes 
del dicho núcleo familiar. 

Estos acuerdos manifiestamente no han sido 
neutros en relación a la igualdad de género, toda vez 
que no existe en nuestro ordenamiento un 
reconocimiento económico al trabajo reproductivo 
que afecta principalmente a la mujer, 
dificultándose por ello su acceso autónomo al 
sistema contributivo de pensiones vigentes 
regulado por el DL. 3500, e impactando 
profundamente en la seguridad de sus ingresos en la 
vejez. 

La ley ha contemplado, de cierta forma, 
instrumentos que dan cuenta de los efectos que 
generan la ruptura del vínculo matrimonial y no 
matrimonial. 

En efecto, en el caso del divorcio, por la ley 
19.947, el vínculo se disuelve y se establece un 
sistema de compensación económica para el 
cónyuge más débil económicamente que permite 
mitigar indirectamente los efectos negativos en el 
ámbito de la seguridad social, como asimismo en el 
caso de la madre de los hijos naturales dependiente 108



económicamente del causante le permite ser 
beneficiaria de la pensión de sobrevivencia 
correspondiente. 

Sin embargo, en el caso de la mujer anulada 
bajo el imperio de la antigua ley de matrimonio se 
genera una manifiesta discriminación arbitraria, 
puesto que el efecto jurídico para los contrayentes 
es que nunca hubo matrimonio y que por una 
ficción legal se protege a los hijos manteniendo la 
calidad de legítimos, sin considerarla a ella, 
también, como beneficiaria de pensión de 
sobrevivencia, al no haber sido objeto de 
compensación económica alguna. 

16º.- Que en definitiva la Superintendencia viene 
en interpretar un vacío legal que se produce en 
relación a la situación de la mujer anulada antes de 
la reforma normativa sustantiva en esta materia. 

De tal forma, la mujer anulada en dichas 
circunstancias no ha tenido derecho a 
compensación económica alguna, toda vez que esta 
institución fue establecida posteriormente por la ley 
19.947 determinando que la mujer divorciada con 
disolución del vínculo matrimonial sí se encuentra 
actualmente protegida, cuando se le aplica la 
premisa de ser el cónyuge más débil 
económicamente. 

Por ello, la mujer divorciada actualmente no 
es considerada beneficiaria de pensión de 
sobrevivencia, a contrario de lo que se establece 
para la madre de hijos naturales que vive a 
expensas del causante, y que por tal razón es 
considerada beneficiaria a dicha seguro. 

Evidentemente la mujer anulada que depende 
económicamente del causante se encuentra en 
desmedro de su derecho de protección social al no 
ser expresamente considerada como beneficiaria a 
pensión de sobrevivencia del ex cónyuge anulado, 
estando en similar situación que la madre de hijos 
naturales.

 Por consiguiente la interpretación que realiza la 
SAFP, dada la omisión del precepto legal, viene a 
reafirmar el espíritu del legislador en el sentido de 
no dejar en la indefensión y sin seguridad de sus 
ingresos a la mujer que no tiene compensación 
económica alguna y que está en condiciones 
similares a la madre de hijos naturales, 
supeditando tal circunstancia a la dependencia 
económica del causante y no a la convivencia. 

17º.- Que en consecuencia, no es posible sostener 
que la recurrida actuó discrecional o 
arbitrariamente, toda vez que su conducta se sujetó 
a las directrices obligatorias para todas las 
Administradoras de Fondos de Pensiones, 
entregadas por el órgano competente a quien la 
ley ha investido de las respectivas facultades de 
interpretación. 

Que por otro lado, no se ve afectado el derecho 
de propiedad, toda vez que la Superintendencia de 
Administradoras de Fondos de Pensiones ha dado 
cumplimiento a la obligación constitucional y legal 
de garantizar el derecho a la seguridad social, en 
aras de la función social del dominio, que armoniza, 
precisamente, la coexistencia de ambas garantías 
constitucionales. 

Que, por lo tanto, la acción cautelar intentada 
debe ser rechazada al no haberse comprobado 
su fundamento. Y de acuerdo, también con lo 
preceptuado en los artículos 19 y 20 de la 
Constitución Política de la República, 

y 1º, 3º y 7º del Auto Acordado sobre Tramitación 
del Recurso de Protección, se desecha el recurso 
deducido en lo principal de fojas 18, sin costas. 

Regístrese y archívese. 
Redacción de la abogada integrante señora 
Regina Clark Medina. 
Rol Nº 1281-2007. 
No firma el Ministro señor Villarroel no 

obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo 
del fallo, por encontrarse con feriado legal. 

Dictada por los Ministros de Séptima Sala de 
esta Corte de Apelaciones, señor Patricio 
Villarroel Valdivia, señora Amanda Valdovinos 
Jeldes y abogada integrante señora Regina Clark 
Medina. 
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MATERIALES PARA EL EXAMEN 
 

En el presente documento se encuentran; 
A) La reproducción de las disposiciones legales pertinentes invocadas en las sentencias a analizar para 

el examen. 
B) Un glosario de términos utilizados en la sentencia. 
C) Sentencia utilizada para el examen. 

Los materiales auxiliares (Disposiciones legales y Glosario) tienen la sola finalidad de facilitar a los 
estudiantes la rendición del examen. 
 

A. DISPOSICIONES LEGALES 
 

I. Decreto ley 3.063 (refundido, coordinado y sistematizado por Decreto 2385 – 1996 del 
Ministerio de Interior) 

 
Artículo 41 Entre otros servicios, concesiones o  permisos por los cuales están facultadas las 

municipalidades para cobrar derechos, se contemplan  especialmente los siguientes: 
 … 

5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que  sea vista 
u oída desde la misma, en conformidad a la  Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad. El valor  
correspondiente a este permiso se pagará anualmente,  según lo establecido en la respectiva 
Ordenanza Local.  En todo caso, los municipios no podrán cobrar por tales  permisos, cuando se 
trate de publicidad que sólo dé a  conocer el giro de un establecimiento y se encuentre adosada a 
la o las edificaciones donde se realiza la  actividad propia del giro. 

Las normas para regular los estándares técnicos de diseño y emplazamiento para la 
instalación de la  publicidad a que se refieren los acápites anteriores,  serán fijadas en la Ordenanza 
General de Urbanismo y  Construcciones, a la cual deberán ceñirse las  respectivas ordenanzas 
locales sobre propaganda y  publicidad. 

Las municipalidades deberán publicar  semestralmente, en lugares visibles de sus 
dependencias  y estar disponibles para su consulta por cualquier  vecino, los listados de los 
permisos de propaganda  otorgados en la comuna, ordenados por vías públicas, con identificación 
de sus titulares y valores  correspondientes a cada permiso. 

Estos valores se pagarán en la misma época en que  corresponde enterar las patentes del 
artículo 24.-,  aplicándose las normas contenidas en el artículo 29. 

En el caso de altoparlantes las municipalidades estarán facultadas para negar o poner 
término  discrecionalmente a los permisos que se otorguen para  este medio de propaganda. 

 
II. Código Civil 

 
§ 4. Interpretación de la ley 
 

Art. 19 Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de 
consultar su espíritu. 
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Pero bien se puede, para interpretar una expresión obscura de la ley, recurrir a su 
intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma, o en la historia fidedigna de 
su establecimiento. 

Art. 20 Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de 
las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas 
materias, se les dará en éstas su significado legal. 

Art. 21 Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los que 
profesan la misma ciencia o arte; a menos que aparezca claramente que se han tomado en 
sentido diverso. 

Art. 22 El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera 
que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía. 

Los pasajes obscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, 
particularmente si versan sobre el mismo asunto. 

Art. 23 Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o restringir 
su interpretación. La extensión que deba darse a toda ley, se determinará por su genuino 
sentido y según las reglas de interpretación precedentes. 

Art. 24 En los casos a que no pudieren aplicarse las reglas de interpretación precedentes, se 
interpretarán los pasajes obscuros o contradictorios del modo que más conforme parezca al 
espíritu general de la legislación y a la equidad natural. 

 De la prueba de las obligaciones 
 
Art. 1698 Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta. 

Las pruebas consisten en instrumentos públicos o privados, testigos, presunciones, 
confesión de parte, juramento deferido, e inspección personal del juez. 

  
III. Código de Procedimiento Civil 

 
Art 144 La parte que sea vencida totalmente en un juicio o en un incidente, será condenada al pago 

de las costas. Podrá con todo el tribunal eximirla de ellas, cuando aparezca que ha tenido 
motivos plausibles para litigar, sobre lo cual hará declaración expresa en la resolución. 

Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en otras 
disposiciones de este Código. 

Art 160   Las sentencias se pronunciarán conforme al mérito del proceso, y no podrán extenderse a 
puntos que no hayan sido expresamente sometidos a juicio por las partes, salvo en cuanto 
las leyes manden o permitan a los tribunales proceder de oficio. 

Art 170  Corresponde a requisitos de las sentencias definitivas. 
Art 254 y ss Corresponde a los requisitos de la demanda. 
 

IV. Ordenanza General de Urbanismo y Construcción 
 
   Artículo 2.7.10. La instalación de publicidad en la vía pública o que pueda ser vista u oída desde la vía 
pública, deberá cumplir con las condiciones mínimas que determina este artículo (…). 
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B. GLOSARIO  
 
Actor(a). Persona que ejerce la acción judicial. 
Afecto(a). Dicho de una operación (operación afecta): Calidad que tiene un acto, hecho o situación que 

es subsumible al hecho gravado de una obligación tributaria, pudiendo tal operación estar gravada 
o exenta de tributos. 

Autos. Expediente, proceso. 
Carga de la prueba. Ejercicio de un derecho que tiene una parte en beneficio de su propio interés, con el 

fin de acreditar sus afirmaciones sobre los hechos que conforman el juicio. 
Contraloría General de la República. CGR: Órgano de la Administración del Estado, 

constitucionalmente autónomo, cuya finalidad es controlar a la misma Administración, así como la 
interpretación de disposiciones legales aplicables a ella. 

Decreto. Acto administrativo consistente en órdenes escritas que dicta el Presidente de la República sobre 
asuntos propios de su competencia, v.gr., para refundir, coordinar y sistematizar textos legales 
cuando sea conveniente para su mejor ejecución. 

Decreto Ley. Norma con rango de ley emanada del poder ejecutivo, sin intervención o autorización previa 
del Congreso. Es propia de regímenes de facto. En Chile, la última vez que se dictaron decretos 
leyes fue durante la dictadura y antes de la promulgación de la constitución de 1980 (11 de 
septiembre de 1973-11 de marzo de 1981). 

Derechos municipales. Prestaciones que están obligadas a pagar a las municipalidades, las personas 
naturales o jurídicas de derecho público o de derecho privado, que obtengan de la administración 
local una concesión o permiso o que reciban un servicio de las mismas, salvo exención contemplada 
en un texto legal expreso. 

Dictamen. Informe emitido por la Contraloría General de la República que tienen como fin interpretar 
normas jurídicas en el ámbito administrativo, en virtud de su potestad dictaminante, y con los que 
se constituye la jurisprudencia administrativa, de carácter vinculante, a los órganos de la 
Administración del Estado. 

Dúplica. Escrito en que el demandado responde a la réplica del demandante. 
Exención. Operación exenta. Exento(a): Calidad que tiene un hecho, acto o situación que por su tipo está 

en principio afecta a un impuesto, pero que ha sido especialmente exceptuada. 
Fojas. Fojas, fs.: Hoja. Se usa para hacer referencia a la foliación o numeración correlativa de las hojas 

de un expediente. 
Giro. Actividad de negocios que desarrolla una sociedad y que está contemplada en sus estatutos. 
Gravado(a). Hecho gravado: Calidad que tiene un hecho, acto o situación que está afecto a un tributo, 

como un impuesto, debido a que es subsumible con el hecho gravado descrito en la ley, y en donde 
el legislador no contempló expresamente una exención. 

Impuesto. Obligación de dinero, sin derecho a contraprestación, que tiene un contribuyente para con el 
Fisco, cuando se producen ciertos hechos, actos o situaciones definidas por la ley, naciendo la 
obligación cuando el hecho, acto o situación que regula la ley ocurre o se realiza. 

Juicio declaratorio de mera certeza. Tipo de procedimiento que busca determinar la existencia, alcance 
y modalidad de un derecho o de una situación jurídica existente, sin imponer una condena ni 
modificar una situación jurídica. 

Municipalidad. Corporación de derecho público, constitucionalmente autónoma, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, que forma parte de la Administración del Estado. 

Ordenanza. Ordenanza Local: resolución dictada por una municipalidad que contiene normas generales 
y obligatorias aplicables a la comunidad local. 
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Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Es el reglamento de la Ley General de Urbanismo 
y Construcciones. 

Reglamento. Decreto reglamentario: normas generales y obligatorias que dicta el Presidente de la 
República para, entre otros fines, ejecutar la ley, esto es, complementar normas legales. 

Renta municipal. Ingreso que percibe una municipalidad por actos, hechos o situaciones reguladas por 
ley. 

Réplica. Escrito en que el demandante responde a la contestación de la demanda. 
Rol. Número de registro de un juicio compuesto por el número de ingreso al respectivo tribunal y el año, 

o con un número de ingreso, en caso de la Contraloría General de la República. 
Rolar. Aparecer en el expediente. 
Tributo. Ingreso de derecho público, esto es, aquellos que recibe el Estado, como, por ejemplo, los 

impuestos. 
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C. SENTENCIA, Municipalidad de Santiago con SalcoBrand SA 
 

PRIMERA I STA CIA 
PRIMER JUZGADO DE LETRAS DE SA  BER ARDO 
rol C-122-2011 

…
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“se ha constatado 

disciplinario, que será instruido por el Organismo anteriormente citado, de control”.

Que , al señalar la norma que queda exenta del pago referido la “publicidad que sólo dé a conocer 
el giro”, procede entender incluidos en esa expresión a aquellos letreros que, además del giro del 
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a fin de determinar el sentido de dicho precepto, al significado del concepto “publicidad”, concluyendo 
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referirse a que la excepción al hecho gravado posee el adverbio “sólo” que indica una restricción a la 

–
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